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Dr. Corlos Ebertifo Herrero Recinos
Jefe de lo Unidod de Asesorío de Tesis

Focultod de Ciencics Jurídicos y Socioles
Universidod de 5on Corlos de Guotemolo

ResÉeloble Señor Jefe:

Tengo eL ogrodo de dirigirme o usted, en cumplimienlo ol nombromiento
relolionodo o lo osesorío de lesis del bochiller Jorge de Jesus Escobor Coríos,

tilulodo "[o declorolorio de incobrob¡l¡dod de los procesos económicos
cooclivos que se prosiguen en lo Asesorío Juríd¡co del Min¡slerio de tinonzos
Públicos".

Hobiendo esludioclo y onolizodo el contenido del iroboio, fueron inlroducidos
clgunos cpodociones, sin que ello hubiere couscdo combio ol fondo del

osunlo, rozón por lo cuol, procedo o dictominar de conformidod con los

lérrninos esioblecidos en el Artículo 32 del Normoiivo poro lo EloborociÓn de
Tesis de lo Licencioturo en Ciencics Jurídiccs y Socioles y del Exomen Generol
Público de lo Universidod de Son Corlos de Guotemola, en los siguientes

términos:

o) El lrobojo reolizodo consliluye un oporle con susienio cienfífico debido o
io correcto utilizoción de los distinios técnicos de invesligoción
empleodos; tombién oporto espetos iécnicos ol deiollor procesos y
procedimientos legoles inherenles o lo molerio de su conienido.

b) Fueron utilizodos lécnicos de invesligcción como la hisiorio, lo deducción
y 1o enlrevisto; osí mismo, es evidenie que el bachiller, reolizó un profundo
onólisis jurídico de los leyes relocionodos, lo que le permitió desorrollor
conclusiones y recomendociones con un estriclo opego c derecho.

c) Lo redccción es comprensible, sencillo pero susionciol y corece
redundoncio, por lo que todo el conienido en cucnlo o formo y fondo, se

.,\ - considero correcto.
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d) Los conclusiones son puniucles y concisos, esión opegodos o derecho y
son produclo de un correcto onólisis jurídico, rozón por lo cuoL los
secundo y comporto. Los recomendociones podríon dor soluciones
ccertodos respeclo o esle temo, si los mismos son considerodos por el
Ministerio de Finonzos Públicos y por lo Superinfendencio de
Adrn;nis-roc ión T'iouior'o SAT

e) Los auiores citados en la bibliografía y los nolos ol pie de pógino, son de
renombre y sus obros representon uno omplio fuenle de doclrino jurídico,
rozón por lo cuol, son ovclodos porc ser incluidos en lo presente
invesiigoción.

Con bose en lo onterior, consldero que el frobajo de investigoción osesorodo,
lleno los requ¡siios exigidos, por o que procedo c ernitir DICTAMEN FAVORABTE.

Deferentemente,

Colegiod
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Atentarrcnle, pase al ( a la ) LICENCÍADO ( A ): NIAGDALENA SALAZAR PAZ,
par¡ que procedd a rev;sar el lrabaio de tesis del ( de la ) cstudiantc: JORGE I)n
JESUS ESCOIIAIi CAlllAS. CAI{NE NO. 200417359, irltitulado "LA
DtrCLARATORIA DE INCOBIIAI]ILIDAD DE LOS PROCESOS
ECONÓMICOS COACTIVOS QUtr SE PROSIGUEN trN LA ASESORiA
.ruRÍDICA DEL N,TINISTERIO DE nINANZAS PTIBLICAs..

Me permilo hacer de su conocimiento que está 1¡cultado (a) para reallzar las
modiflcac;ones de torma y londo que tengan por objeto nrejorar la investigación.
asimismo. del título de trabajo de tesis. En el diclaflen corrcspondicntc debe hacer
constar el contenido del Adículo 32 del Noa¡ativo pera la Elaboración de 'l'esis de
Licenciatum en Ciencias Jurídicas y Sociales y del F-\anen General Público. el cual
dice: 'lanloel asesof conro el revisor dc icsis, hdrán lonfar cn los dictár¡crcs corrcspondicntes. $
opirión respecto del contenido cienLíllco ! lécrlco de La lesis. a ñelodo ogí¿ y las téc¡icas dc
inlerig¡ci(ir utili/¡das, a .ed¡cciór. los c!¡dros estadhricos si fueren necesÚios. la conrib!rció¡
cicnlí1ica dc la rnisma, Ias conclusiones. las .ecoi¡eidrciores ) l¿ biLrljogrülia ulilizada, si aprucban o
desapiucb¡¡ cl liah¿tb de inlestigación ! r'tms consider'aclo¡es quc climc perli¡enLcs".

UNIDAD ASDSORIA DE TESIS DE LA FACULTAD Dtr CItrNCIAS
JURÍDICAS Y SOCIALES. Guatenlala. veinr;séis de.iunio de dos m;l doce.

LIC. CARLOS EBNRTITO ncfNos
.TEFE DE LA UNIDAD ASESORÍA DE TNSIS

cc.Unidad de Tesis
CEI Ituiyrc
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Licda. Magdalena Sala,zar Paz
Abogoda g Notaría

Aúenidd 8-56 Ortcína 3 22, Edificio El Centro, zona 1

Tel. 2253-2727 cel. 5509 5039

cuatemala 17 de jul¡o de 2012

Licenciado

Bonerge Amílcar Mejía Orellana

Jefe de la Unidad de Asesoría de Tes¡s

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales

Un¡versidad de San Carlos de Guatemala

Respetable Señor Jefe:

En cumplimiento al nombramiento para revis¡ón de tesis del bachiller Jorge de Jesus

Escobar Carías, titulada "La declaratoria de incobrab¡lidad de los procesos

económ¡cos coact¡vos que se pros¡guen en la Asesoría Jurídica del Ministerio de

F¡nanzas Públ¡cas".

Atendiendo los términos establecidos en el Artículo 32 del Normativo para la

Elaboración de Tesis de la Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen

General Público de la Universidad de San Carlos de Guatemala; procedo a emit¡r

dictamen en la forma siguiente:

a. El presente estud¡o, constituye un aporte c¡entifico y técnico, debido a que son

detallados procedimientos administrativos y legales que sin el análisis aquívertido,
pueden interpretarse en diferente sentido, lo cual demuestra la relevancia del

presente aporte.

b. Entre las técnicas de investigación utilizados se pueden mencionar las siguientes:

la ep¡stemología, la histor¡a y un enfoque deductivo al hacer un correcto anál¡s¡s

jurídico sobre el tema.



Lícda. Magdalena Salazar Pa.z,

Abogada lJ Notaria
7". Auenída 8 56 Of.cína 3 22, Edífi.cio EI Centro, zona 7

Tel. 2253-2727 cel. 5509-5039

c. En cuanto a la forma de la redacción, se considera comprensible,

ut¡lizaron expres¡ones jurídicas acertadas y se evitó la util¡zación

rebuscadas para simplificar su lectura.
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además, se

de palabras

d. Las conclusiones son compartidas por mi persona, apegadas a derecho y son

consideradas reveladoras; es importante señalar que el tema tratado, pocas veces

ha sido objeto de estudio, lo cual otorga un valor adicional al presente estudio. Las

recomendaciones podrían afectar procesos de la administración tributaria lo cual

signif¡caría un gran aporte para el Estado de Guatemala.

e. Los autores citados en la bibliografía y las notas al pie de página, han emitido

obras ampliamente reconocidas como fuente de doctrina jurídica, razón por la

cual, no existe oposición en cuanto a su inclusión en la presente investigación.

Con fundamento en lo anteriormente considerado, procedo a emitir DICTAMEN

FAVORABLE.

Deferentemente,

Revisora
Coleg¡ado No.6,146
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURiDICAS Y SOCIALES. GUAICMAIA, 08 dE

octubre de 2012.

Con vista e¡ os d ctámenes que anteceden, se autoriza la impresión del trabajo de iesis del

EStUd]ANtE JORGE DE JESUS ESCOBAR CARiAS, titUIAdO LA DECLARATORIA DE

INCOBRAB LIDAD DE LOS PROCESOS ECONON]]ICOS COACTIVOS QUE SE PROSIGUEN

EN LA ASESORiA JURÍDICA DEL MINISTERIO DE FINANZAS PÜBLICAS. ATIicuIoS: 31, 33 y

34 del Normativo para !a Elaboración de Tesis de Ljcenciatura en Ciencias JurÍdicas y SociaLes

y de Examen General Público
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AL SUPREMO ABOGADO:

A MI ESPOSA:

A MIS HUAS:

A MIS PADRES:

A MIS HERMANOS:

A MI SUEGRA:

A LOS PROFESIONALES:

AL MINISTERIO
DE FINANZAS PÚBLICAS:

DEDICATORIA

Que nunca pierde un caso, amante del derecho y que
juzga con justicia.

S¡lv¡a Mar¡sol Sandoval Alarcón, por motivarme
incansablemente, apoyarme incondicionalmente y
haber sido la inspiración que motivó el deseo de
superación personal en mi v¡da, gracias m¡ amor. Te
amo y siempre te amaré.

lvana y Daniela, princesas que son mi gran tesoro,
que mi triunfo hoy les s¡rva de ejemplo.

Jorge Adalberto Escobar Villatoro y Felipa de Jesús
Carías de Escobar, gracias por todo su esfuerzo y
sacrificio, hoy comprendo muchas de sus palabras y
sé que tenían razón, gracias por este tesoro que me
han heredado, la educación y los valores que me
inculcaron, me siento orgulloso de ustedes. Los amo y
respeto.

Mynor, Viviana, Eliseo y Josué por las palabras de
al¡ento y la un¡ón que como hermanos me han
brindado.

Aura Elida Alarcón Sandoval, por el apoyo moral y
humano al cuidar a mis hijas y por sus palabras de
al¡ento para alcanzar esta meta.

Marisol Sandoval de Escobar, Rosa Maria Juarez
Velásquez, Telma Aracely Ful de Villatoro, Magdalena
Salazat Paz, Flora Aracely Jurado Gordillo, Myriam
Adelaida Galvez Garcia y custavo Eduardo Lapola.
Gracias por su apoyo, asesoría y pa¡abras de ánimo.

lnstitución que me ha permitido formarme en
experiencia y realizar este estudio de tesis.
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La Carolrna Academia Coactemalensis lnter CáeterasY#
Orbis Conspicua" es decir, "Universidad de Guatemala
Grande entre las del mundo".

La glor¡osa Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales
porque en sus aulas me formé y en ellas rec¡bí los
conocimientos que me brindó a través de los
docentes
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INTRODUCCION

En la ley trlbutaria guatemalteca, la declaratoria de incobrabilidad está regulada dentro

de las formas de extinción de la obligac¡ón tributaria; actualmente ex¡sten procesos

económ¡cos coactivos a cargo de la Superintendencia de Administración Tributaria

-SAT- y el ¡4¡n¡sterio de Finanzas Públlcas, en esta última dependencia los

procesos devienen de la Ex D¡recc¡ón General de Rentas Internas y los mismos

están en trámite procesal pese a su situac¡ón de difícil o lmposlble cobro; y es

aquí donde nace el afán de esta investigación; toda vez, que existe discrepancia en

cuanto a cual de estas dos inst¡tuciones le corresponde legalmente hacer la declaratorla

de incobrabilidad, situaclón que a su vez, constituye el objetlvo principal, en cuanto a

poder hacer una determinación objet¡va y basada en un estudio científico y enmarcado

en ley, que permltirá realizar esa determinación.

El presente estud¡o se delimltó a los procesos económlcos coact¡vos que se

diligenc¡an en la Sección de lo Económico Coactivo del Departamento de Abogacía

y Procuración de la Asesoría Jurídica del M¡nisterio de Finanzas Públicas'

Se consideró como hipótesls que: la declaratoria de ¡ncobrabilidad es procedente

siempre y cuando se hub¡eren cumplido los supuestos juridicos lnherentes a esta

f¡gura y exlsta facultad legal para emltir la resolución que en derecho

corresponde.

La ¡nvestigación consta de cuatro capítulos: pr¡mero, sobre la obligación

tributaria, que aunque no es el propóslto princ¡pal de este estudio, se cons¡deró

lmportante definirla, ya que para profundizar acerca de la incobrabilidad y su

declaratoria, es menester puntualizar al respecto; segundo, se desarrollan algunas

notas generales del juicio económico coactivo tales como su definic¡ón¡ reseña

histórica, claslficación, naturaleza jurídica, características y fases del proceso

entre otros; el tercer capítulo se refiere a la incobrabilidad propiamente dicha, y

(i)
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otros subtemas como: su declaratorla, efectos y el prlnclpio de economía proa"aul\:í:Ú
que debe observarse para el efecto; y en el último capítulo se expone sobre las

diferentes dependencias estatales que se involucraron en estos procesos, su

creación y funciones, entre ellas la Dirección Generat de Rentas Internas, la

Asesoría Jurídica del [4inisterio de Finanzas Públicas, la Un¡dad Espec¡al de

Ejecuc¡ón y Liquidación Tributaria -UEELT- y la Superintendenc¡a de

Administración Tributaria -SAT-; asimismo, la transición de la administración

tributaria del M¡nisterio de Flnanzas Públ¡cas a la -SAT-; la trans¡ción de

facultades tributarlas y aquellas que no fueron afectadas, espec¡ficando en la

facultad del N4inisterio referido, para declarar la incobrabilldad de los procesos

económicos coactivos, como asunto principal del presente trabajo de tesis.

Durante el proceso de investigac¡ón y elaboración del estudio, fueron razonadas

algunas posiciones teóricas, tales como la incobrabllidad dentro de la extinción de

las obligaclones tributarlas, procedencia de la declaratoria de la incobrabilidad, el

silogismo y la lógica jurídica, entre otras, exponléndose al respecto algunas

críticas y opiniones. Asimismo, se aplicaron procedimientos metodológicos tales como

el sintét¡co y analilico para efectos de toda la formación teór¡ca, análisis de las

circunstancias lega¡es, naturaleza, aplicación de la incobrabilidad tributar¡a en

Guatemala y elaboración de una exposlclón al emltlr las conclusiones y

recomendac¡ones de la presente investigación, también se empleó la técn¡ca de la

entrev¡sta, para conocer cr¡terios y opin¡ones relacionadas al tema.

El presente estud¡o, constituye una herramienta valiosa por tratarse de un tema

pocas veces tratado con profundidad en la adm¡nlstraclón pública guatemalteca,

ofrece un aporte científico, doctrinario y legal, dando una aportación especiFica al

¡4inisterio de F¡nanzas Públicas y a los profesionales ¡nteresados en el tema.

(i;)
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Gómez, Richard Leonardo, Tributo, http://www.econlink.com.arlüibuto, consulta. 20l05/2012.
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Obligación tributaria

1.1 Etimología

La palabra obligación viene de obligatus del verbo lat¡no obligare, que s¡gniflca atar,

sujetar; y de la palabra nexum o nudo aludiendo a la sujeción de un deudor.

Por otra parte, la etimología de la palabra tributario dev¡ene de latín tributum, que

significa aquello que se tributa. Esta últ¡ma palabra deviene del verbo tributar, que

significa entregar el vasallo al señor en reconoc¡miento del señorío una cantldad en

dlnero o en especie.

El profesor José María Martín en su obra Impuestos, Tasas y Contr¡buciones, c¡tado por

el argentlno Richard Leonardo Amaro Gómez en su texto Tributo, indica que: "en la

antlgüedad un tributo no era sino un pago, ya sea en dinero o en especie, que el vasallo

le debir al señor a camb¡o de protección- Así los conqu¡stadores imponían, de ordinario,

un tributo a los pueblos conquistados". I

También indica que: "El trlbutum exig¡do desde los primeros t¡empos por los romanos

iba, a menudo, seguido por la concesión de cierto grado de autonomía, tal como ocurría



entre los judíos en los tiempos de Cristo. En los últimos años del imper¡o

los ciudadanos romanos qu¡enes pagaban tr¡butos a las tr¡bus bárbaras,

apac¡guarlas y más tarde por h¿ber sido conquistados por ellas. El

ant¡güedad sólo tenía por objeto lograr protección." 2

romano/ eran

pr¡mero para

tributo de la

Unificando ambos conceptos en su etimología, podemos determinar que la raíz de la

obl¡gac¡ón trlbutar¡a conslste en atar o sujetar a un deudor a entregar o pagar una

cant¡dad en dinero o en especie a un reclamante a cambio de protección.

L.2 Def¡n¡c¡ón

Existen múlt¡ples definlclones de obllgaclón tributar¡a, aunque no es el propósito

princ¡pal de este estudio, se considera que es necesario determinar algunas de ellas, ya

que para profundlzar acerca de la incobrabil¡dad dentro de juic¡o económlco coact¡vo, es

importante entender previamente el significado de Ia obligación tributaria; para ello a

continuación mencionamos algunas definlciones de dlferentes juristas y autores al

respecto:

Según la profesora Gladys Elizabeth Monterroso de lvlorales denomlna a la obligación

tributaria como una relación jurídico tributaria, ya que la define como "el vínculo jurídico

producto de la potestad del Estado que al imponer las bases de la trlbutación



tributaria, cuya extinción se encuentra sujeta al cumplimiento de la misma." 3

Por su parte, Marta Morineau Iduarte y Román Igles¡as González, desde el punto de

vlsta general/ definen en su obra Derecho romano que la obligación es "un lazo o

vínculo jurídico entre los sujetos de la misma, por el cual el acreedor puede exigir el

cumplimiento de determinada conducta que el deudor debe realizar" 4

Raúl Rodríguez Lobato, en su obra Derecho F¡scal, cita dos defin¡clones importantes

sobre la obligac¡ón tributaria, la de Emilio Margain qu¡en señala que es "el vÍnculo

jurídico en virtud del cual el Estado, denom¡nado sujeto activo ex¡ge a un deudor/

denominado sujeto pasivo, el cumplim¡ento de una prestac¡ón pecunlaria

excepcionalmente en especie." Y tamblén señala la de De la Garza quien "sostiene que

de la realizac¡ón del presupuesto legal conocido como hecho imponible, surge una

relación jurídica que tiene la naturaleza de una obligación, en cuyos extremos se

encuentran los elementos personales: un acreedor y un deudor y en el centro un

contenido que es la prestaclón del tributo". 5

Para el jurista Héctor Villegas la obl¡gac¡ón tributaria es "El vínculo jurídico obl¡gaclonal

que se entabla entre el fisco como sujeto actlvo, que tiene la pretensión de una

3 
Monterroso de Morales, cladys Elizabeth, Derecho Financiero ll, pág. 90.

a Marta Morineau lduarte y Román lglesias González, Derecho Romano, pág.140.
5 

RodrGuez Lobato, Raú1, Derecho Fis.al, pás. 109 156



prestación pecun¡aria a título de tributo, y un sujeto paslvo, que está obl¡gado a

prestación".

Giul¡ani Fonrouge cita a Hensel, quien sobre la obligación tributaria, señala que: "la

relación fundamental del derecho tr¡butario conslste en un vínculo obligacional en virtud

del cual el Estado tiene el derecho de exiglr la prestación jurídica llamada ¡mpuesto,

cuyo or¡gen rad¡ca en la realizac¡ón del presupuesto de hecho previsto por la ley, de

modo tal que ésta vendría a constituir el soplo vital de esa obl¡gac¡ón de dar que es la

obligaclón tr¡butaria".6

Es de suma importanc¡a mencionar también la def¡n¡clón señalada en nuestra

leg¡slación, específ¡camente el Decreto número 6-91 del Congreso de la Repúbl¡ca de

Guatemala, Código Tr¡butario, en su Adículo 14 indica el concepto de la obligación

tributaria, estableciendo que const¡tuye un vínculo jurí'Cico, de carácter personal, entre

la Admlnistración Tributaria y otros entes públlcos acreedores del tributo y los sujetos

pasivos de ella. Tiene por objeto la prestación de un tributo, surge al realizarse el

presupuesto del hecho generador previsto en la ley y conserva su carácter personal a

menos que su cumplimiento se asegure mediante garantía real o f¡duc¡aria, sobre

determinados bienes o con prlvileg¡os espec¡ales. La obllgación tributaria pertenece al

derecho público y es exigible coact¡vamente.

6 
Glulianl Fonrouge, carlos, Derecho F¡nanciero, pág.422
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El portal La caja de herramientas del Mlnisterlo de Economía de nuestro país, señala una 
.-.-

definición más especinca y aplicable, indicando que "Es un vínculo jurí,Cico, de carácter

personal/ entre la Administrac¡ón Tr¡butar¡a y los contr¡buyentes o sus representantes.

Comprende la presentac¡ón de información y pago de un tríbuto y surge al realizarse."T

Al análisis de las def¡nlciones antes lndicadas, podemos señalar algunos elementos en

común en cada una, tales como: vínculo jurídlco, Estado, tributación, deudor y

cumplim¡ento; de estos conceptos nosotros hemos formulado nuestra definic¡ón de la

obligación tributaria, la cual entendemos como el vínculo o relac¡ón jurídico-tributaria

que tiene la naturaleza de una obligac¡ón, en vitud del cual un acreedor llamado

Estado, tiene la potestad de ¡mponer o exigir el cumplimiento de una tr¡butación o

prestación pecuniaria conocida como hecho imponible, a un sujeto pasivo, denominado

deudor, a qu¡en exige coactivamente el cumplimiento del pago de un ¡mpuesto el cual

se e)dlngue con su cumplimlento.

1.3 Naturaleza juríd¡ca

De acuerdo a nuestro estud¡o, existen crlterios en cuanto a la naturaleza juríCica de la

obllgac¡ón tributaria, para unos es una obligación de dar, es decir, de transmitir la

propiedad de bienes, donde el objeto de la prestación tributaria es necesariamente una

suma de dinero; para otros, además, puede tener por objeto b¡enes distintos del dinero.

7 http://www. ¡nfo m ipyme. com/Docs/cTlOff ine/Reght rolSAT. HTM, Co nsLrlta del 20/As/2012

5



Héctor Belisario V¡llegas, oplna que "Si bien lo normal es que la prestación sea dineraria,

el hecho de que ella sea in natura no altera la estructura juríd¡ca báslca del tributo. Es

suficiente que la prestación sea "pecuniariamente valuable" para que constituya un

tributo, siempre que concurran los otros elementos caracterizantes y siempre que la

leg¡slación de determinado país no d¡sponga lo contrario..." 8

En igual sentido se pronuncia Fernando Sainz de Bujanda, cuando afirma que "El objeto

de la prestación tributaria es, por regla general, una suma de dinero". e

Para la profesora Carmen del Pllar Robles Moreno, en su blog; Reflex¡ones sobre

Derecho Tributario y Derecho Constitucional. Argumenta respecto al nac¡mlento de la

obllgac¡ón tributaria, que "La configurac¡ón del hecho lmponible (aspecto material), su

conexión con una persona, con un sujeto (aspecto personal), su localización en

determinado lugar (aspecto espac¡al) y su consumación en un momento real y fáctico

determinado (aspecto temporal), determlnarán el efecto juriCico deseado por la ley, que

es el nacimiento de una obl¡gación juriCica concreta, a cargo de un sujeto determinado,

en un momento tamblén determinado. El vínculo obligacional que corresponde al

concepto de tributo nace, por fuerza de la ley, de la ocurrencia del hecho imponlble." 10

A nuestro juicio en Guatemala, no existe ningún impedimento para que la obligación

tributaria pueda ser pagada por medio de la transmisión de la propiedad de bienes

3 
Villegas, Héctor Bellsario, Curso d€ Finanzas, Derecho Financ¡ero yTr¡butario, pág.72.

e 
Sainz de Bujanda, Fer¡ando, tecciones de Derecho F¡nanc¡ero, pág. 249.

'0 http://blos.pucp.edu.pelitem/18396/introducclon a la obligacion tributaria, consulta 20l0s/2012
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distintos del dinero. Sin embargo, es necesar¡o que la ley lo permita 
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que el fisco acepte dicha forma de extinción de la obljgación. Como ejemplo de ello, en

nuestra legislac¡ón tributaria, tenemos los casos de embargo de bienes inmuebles con ei

cual el Estado puede cobrar un adeudo.

Como se ind¡có, para algunos juristas Ia única fuente de Ia obl¡gación tributaria es la ley,

para otros su naturaleza consiste en una obl¡gación de dar, ya que cons¡ste siempre de

dar algo, d¡nero o espec¡es, pero a veces también es una ob¡igación de hacer, porque

impl¡ca ejecutar determinados actos; sin embargo, cons¡deramos con excepción de

algunos casos, que la regla general es que Ia obl¡gac¡ón tributar¡a se paga mediante la

entrega de una suma de dinero.

L.4 Elementos externos

Se consideran aquellos s¡n los cuales ¡a obligación tributaria no nace; y son:

L,4.1 La ley

Que cons¡ste en la norma juríd¡ca que

aplicación general. Sin ley no hay tributo.

crea o establece tributos, mediante reqlas de
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En Guatemala la ley tributar¡a se interpretará de conformidad con el Artículo + deJUT

Código Tributar¡o, la apl¡cación, interpretación e ¡ntegrac¡ón de las normas tributarias, se

hará conforme a los princ¡pios establecidos en la Constitución Política de la República de

Guatemala, los contenidos en este Código, en las leyes trlbutarias especÍf¡cas y en la Ley

del Orqanismo Judiclal.

As¡m¡smo el Afticulo 6 establece que en caso de conflicto entre leyes tributar¡as y las de

cualquiera otra índole, predominarán en su orden, las normas de este Código o las leyes

tributarlas relativas a la materia específ¡ca de que se trate.

Por otra parte el citado código establece también el carácter y campo de aplicación, en

su Artículo 1 indica que las normas de este código son de derecho público y regirán las

relaciones juríd¡cas que se or¡ginen de los tributos establecidos por el Estado, con

excepción de las relac¡ones tributarias aduaneras y municipales, a las que se apl¡carán

en forma supletoria. Tamblén se aplicarán supletoriamente a toda relac¡ón jurídica

tributaria, incluyendo las que provengan de obl¡gaciones establecidas a favor de

entidades descentralizadas o autónomas y de personas de derecho público no estatales.



Sobre la interpretaclón de la ley en general en nuestro país existe consenso en el

sentido que las leyes tributarlas deben ser interpretadas de acuerdo con los principios

contenidos en el Código C¡vil, y elementos doctrlnales y jur¡sprudenc¡ales, aplicables a la

interpretación de la ley en general.

No obstante, en la relac¡ón jurídico-tr¡butaria, ex¡sten opiniones que postulan cr¡ter¡os

espec¡ales de ¡nterpretación de la ley tr¡butaria, esta puede ser realizad¿ en forma

pr¡vada o doctrinal, por tratadistas, abogados o jurisconsultos, o por la vía de autor¡dad,

por el propio legislador, los tribunales, y aún por algunos órganos de la adminlstrac¡ón,

a qulenes la ley les otorga tal facultad.

La interpretación estricta o literal de las leyes impositivas, excluye la interpretación

extensiva y la interpretación analógica, en virtud del pr¡nclpio de legalidad de los

impuestos, ya que solo la ley puede establecer tr¡butos, señalan las c¡rcunstancias del

hecho gravado, y los elementos que permlten determinar la base imponible, como

asimismo, fijar la tasa del impuesto y lo sujetos pasivos de la obligac¡ón tr¡butaria.

Las disposiciones tributarias no perm¡ten la ¡nterpretación extens¡va, en el sent¡do de

gravar a actos o personas que no han sido expresamente señaladas en la ley, no

obstante que tales actos o personas se encuentren en sltuaciones s¡milares a las

gravadas.
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De acuerdo con el principio de legalidad de los impuestos, piedra angular del derecho -
trlbutar¡o moderno y que ya los romanos expresaban en el nullum tributum sine ledge,

la única fuente de los impuestos es la ley.

Obviamente que se trata de la fuente mediata de los impuestos, porque para nazca

realmente la obligación tributaria, se precisa la ocurrenc¡a de otro elemento externo: el

hecho qravado.

L,4,2 El hecho gravado

Es el hecho o conjunto de hechos a los cuales el leglslador vlncula el nacim¡ento de la

obl¡gación jurídlca de pagar un tributo. En general el hecho gravado puede consistir en

un acto, cosa, situación, contrato, etc. Que según la ley tributaria obliga al

contribuyente a pagar cada vez que la ley lo determ¡na.

El hecho gravado también le llaman como hecho imponible o presupuesto de hecho de

la obligac¡ón tributaria, puede def¡nirse como la circunstancia o conjunto de

circunstancias previstas en la ley que dan origen a la obllgación tributar¡a.

Para Héctor Bel¡sario Villegas, el hecho ¡mponible es "el acto, conjunto de actos,

situación, actividad o acontecimiento que, una vez sucedido en la realidad, origina el

10
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de la:nacimiento de la obl¡gac¡ón tributarla y tipifica el tributo que será objeto

pretens¡ón fiscal."11

Por otra parte, una deflnición clás¡ca del hecho imponlble, es Ia de Fernando Sainz de

Bujanda, quien lo describe como: "El conjunto de clrcunstancias hipotéticamente

previstas en la norma y cuya realización provoca el nacimiento de una obligaclón

tributaria concreta".12

El presupuesto de hecho, podríamos dec¡r que es, entonces la fuente lnmediata de la

obligación tributaria, es decir, el hecho al cual el legislador relaciona el nacimiento de la

obligac¡ón juriCica de pagar un tributo que puede consistir en un acto, cosa, situación,

contrato, etc. En sí podemos decir que es el acto jurídico que permite el nacimiento de

una obligac¡ón tributaria.

El hecho gravado varía según la naturaleza del impuesto, podemos mencionar en las

prlncipales leyes tributarias de Guatemala, verbigracia:

En el caso de¡ Impuesto al Valor Agregado -IVA- el hecho gravado afecta actos y

contratos,

ll 
Vilegas, Héctor Eelisarlo, Curso de F¡nanzas, Derecho F¡nanc¡ero y T.¡butário.

'l Salnz de Bujanda, Fernando, Derecho Financiero yTributario, pág 73.

71



- El hecho gravado en la Ley del lmpuesto sobre la Renta es la

toda persona, así como cualquler ente, patrimon¡o o bien q

inversión de capital, del trabajo o de la combinación de ambos.
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El hecho gravado en la Ley Sobre el Impuesto de Herencias, Legados y Donaciones

es el desplazamiento de domin¡o de los bienes a título gratuito, consistentes en las

asignaciones líquidas, ya sea a titulo unlversal, como en las herencias, y a tilulo

padicular como en los legados y donaciones.

El hecho gravado en la Ley del Impuesto de Timbres Fiscales y de Papel Sellado

Espec¡al para Protocolo, son los actos y contratos que se plasman en documentos

que dan cuenta de actos juriCicos y otros.

Estos son algunos ejemplos que hemos mencionado del hecho gravado en algunas leyes

guatemaltecas, y así podríamos mencionar más, pero por no ser objeto pr¡nclpal de este

estud¡o, no nos adentraremos más.

Entre las características principales del hecho gravado podemos mencionar las

siguientes:

Debe estar previsto en la ley;

Es ¡mpresclndible, es decir que sin hecho gravado no hay obligación tributar¡a; y

12
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T¡ene contenido económico, o sea, debe constitu¡r un índice o ¡ndic¡o demostrativo--

de ¡a capacidad económica de los contribuyentes a los cuales se les atribuye este

hecho. Lo que el legislador considera al establecer un hecho gravado es su

capacidad, su ldoneidad, su aptitud para serv¡r de med¡da de la capacidad

económica del sujeto pasivo de la obligación tributarla.

1.5 Elementos internos

Se cons¡deran elementos ¡nternos aquellos que caracterizan a la obligación tr¡butaria y

son: los sujetos, el responsable, el objeto y la causa.

1.5.1 Sujeto pasivo

Por un lado dentro de la obl¡gación tributaria, está la persona obl¡gada a su

cumplimiento, que toma el carácter de deudor y que recibe el nombre de sujeto pasivo.

De acuerdo al Atículo 18 del Código Tributar¡o, son contr¡buyentes todas las personas

individuales, jurídicas (empresas), ¡nst¡tuciones o entidades que con el pago de sus

tributos contribuyen al sostenimlento del Estado, de manera que éste pueda cump¡ir con

su f¡n princlpal, que es velar por el bien común.

13



Para Raúl Rodríguez Lobato "El sujeto pasivo de la obligación f¡scal es la persona que

conforme a la ley debe satisfacer una prestación determ¡nada a favor del fisco, ya sea

prop¡a o de un tercero o blen se trate de una obligación fiscal sustantivá o formal. Sin

olvidar la existencia de los dos tipos de obligación fiscal."13

Según el Aftículo 19 del Código Tributario, se considera sujeto p¿sivo al obligado al

cumpl¡miento de las prestaciones tributarias, sea en cal¡dad de contr¡buyente o de

responsable.

En el caso del tributo, el sujeto paslvo es el mismo generador del hecho imponible o

gravable, por cuya clrcunstancia rec¡be el nombre de responsable.

Este sujeto lo representa el contribuyente, es el deudor tributar¡o, que está obligado

ante el Estado para dar cumplimiento a la obligaclón tr¡butaria. Éste debe cumplir con

una obligación de carácter tributaria, que será exigible por el sujeto acreedor. Entre

ambos sujetos existe et vínculo jurídico que constituye la obligaclón jurídico-tributaria

que los une.

13 Rodrígrez Lobato, Raú1, Der€cho t¡scal, Pág. 109.

14
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Dentro de la doctrina hemos encontrado algunas clasif¡caciones que hacen diferentesv'/

autores en cuanto a los sujetos pasivos de la obligación tr¡butaria, mismas que hemos

unif¡cado para armar una sola clas¡f¡caclón, s¡endo esta la siguiente:

a) Por deuda propia

Es aquel que tiene la responsabilidad directa, es el caso del deudor directo del tributo a

su causahabiente moft¡s causa o inter vivos, es decir, herederos, legatarios o donatarlos

a título universal y se trata de personas morales, la que subsiste o se crea por fusión.

b) Por deuda de carácter mixto con responsabil¡dad directa

Es el caso de las personas que, conforme a la ley pueden d¡sponer l¡bremente no solo

de sus bienes, sino también de los de terceros, por lo tanto, la ley des¡gna como

responsable d¡recto a qulen tiene esa facultad, aunque el hecho generador lo haya

realizado el tercero.

c) En parte por deuda prop¡a y en parte por deuda ajena, con

responsabilidad parcialmente d¡recta y parcialmente sol¡dar¡a

Es el caso de copropietarios y coherederos, ya que cada uno se puede exigir el total del

adeudo y no solo la parte que le corresponde.

15



d) Por deuda ajena con responsab¡l¡dad sustituta

Es el caso de sustitutos legales del deudor d¡recto, ya sea voluntarios o por ministerio

de la ley, a quienes se respeta su derecho a repet¡r contra el deudor directo.

e) Por deuda ajena con responsab¡l¡dad solidaria

Es el caso de determ¡nados funcionarios públicos a quienes la ley impone cieftas

obligac¡ones de carácter formal que no fueron cumplidas, la cual trate como

consecuencia un perjuicio al fisco, como por ejemplo el notario que no verifica que por

el acto que ante él se otorga se sat¡sfaga el tributo causado.

O Por deuda ajena con responsabilidad objetiva

Es el caso de las personas que adquieren bienes afectos al pago de un tributo que no

fue sat¡sfecho en su oportunidad y respecto el cual el bien constituye la garantía

objetiva.

1.5.2 Sujeto Act¡vo

Únicamente el Esiado está lnvestido de la potestad tributaria que es uno de los atr¡butos

de la soberanía.

16
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De conform¡dad con el Artículo 17 de¡ Decreto 6-91 det Congreso de la República de

Guatemala, Cód¡go Tributario, se establece que el sujeto act¡vo de la obl¡gac¡ón

t¡ibutaria es el Estado o et ente públtco acreedor del tributo.

Es el Estado como ente público el que se encarga de exig¡r el cumpl¡m¡ento de la

obligación tributaria. Esa conducta de exig¡r va dirigida hacia el sujeto pasivo o deudor,

qu¡en t¡ene el deber juríd¡co de cumplir con ella. Como en el caso de la

superintendencia de Admin¡strac¡ón Tributaria que actúa como sujeto acüvo al ¡niciar un

ju¡cio Económico Coactivo en contra de algún contribuyente individual o persona jurídica

que no paga al Estado voluntariamente; es pues el Estado o el F¡sco, el acreedor del

tr¡buto.

1.5,3 Responsables

Es un tercer sujeto que de otra manera tamb¡én v¡ene siendo un sujeto pasivo, el

Articulo 25 del Código Tr¡butar¡o establece que: '.Es responsable la persona que sin

tener el carácter de contribuyente debe por disposlción expresa de la ley, cumpl¡r las

obligaciones atribuidas a este,,. Es responsable toda persona sujeta por la ley, al

cumplimiento de obligaciones formales ajenas, aun cuando de las mismas no resurte la

obl¡gac¡ón de pagar tributos. Er responsabre, si pagare ra obr¡gacrón trrbutaria con dinero

propio, tendrá derecho a la acción de repetición, en contra del contribuyente,,.

17



Hay responsables por representación, cuando actúan en calidad de representantes

legales; responsables por solidaridad de qu¡enes adqu¡eren bienes y derechos por

ejemplo los donatar¡os y los legatarios. También es responsable el agente de retención

o percepción, aquellos que sean designados por la ley, que deben efectuar retención o

percepción de tributo.

De acuerdo al Artículo 25 del Cód¡go Tributario son los sujetos pasivos que sin tener el

carácter de contr¡buyentes deben, por disposlción legal, cumpl¡r las obligaciones

atribuidas a éstos.

El Artículo 28 establece que son responsables solldarlos por los tributos, multas y

accesorios der¡vados de los blenes que admin¡stren, rec¡ban o dispongan:

Los padres, los tutores y los curadores de los incapaces.

Los directores, gerentes o representantes de las personas jurídicas y demás entes

colectivos con personalidad reconocida.

Los que dirijan, administren o tengan la disponibilidad de los bienes de entes

colectivos o unidades económicas que carezcan de personalidad jurídica.

Los mandatar¡os, respecto de los b¡enes que administren o dispongan.

18
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Los síndicos y liquidadores de las quiebras, los l¡quidadores de sociedades, y los -*

admin¡stradores judiciales o part¡culares de las suceslones; los lnterventores

de sociedades y asociac¡ones.

Los soc¡os o accionistas de las soc¡edades Iiquidadas.

Los demás, que conforme a las leyes así sean calif¡cados.

Asimismo el Artículo 29 establece que se consideran responsables solidarios a los

adqu¡rentes de fondos de comerc¡o, así como los adquirientes del act¡vo y del pas¡vo de

empresas o entes colectivos con personalidad jurídica o sin ella y que esta

responsabllidad estará limltada al valor de los bienes que se adquieran.

1.5.4 El obj€to del tr¡buto

Este segundo elemento, consiste en que toda ley trlbutar¡a debería señalar cuál es el

objeto del gravamen. Sin confund¡r la figura del tributo con el del fin del tributo. Cuando

se habla de objeto de tributo, se está hac¡endo referencia a lo que grava la ley tr¡butaria

y no al fin que busca con la lmposición, por ello se puede definir el objeto del tributo

como la real¡dad económica sujeta a imposición. El objeto del tributo quedará precisado

a través del hecho imponible.

19
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Para la profesora y abogada lvlaría Luisa Arévalos en su ensayo Causas y Fuentes de la

Obligación Tributaria, manif¡esta que la causa del tributo "Es el hecho jurídico tipificado

previamente en la ley, el síntoma o ind¡cio de una capacidad contributiva y cuya

realización determ¡na el nacimlento de una obligación tributaria como el vínculo jurrdico

que nace de un hecho, acto o sltuación, al cua! la ley vlncula la obligac¡ón del paticular

(persona física o juridica) de pagar una prestación pecuniarla. Dicha ley tiene su

fundamento en la potestad soberana del Estado, que acuerda a éste el derecho de

imposición y de coerción." 14. Asim¡smo, man¡f¡esta que: "El hecho generador va unido

slempre al nacimiento de una obligac¡ón tributaria. La vinculaclón del sujeto pasivo al

activo se produce siempre a través del hecho imponible: toda obligación trlbutaria nace

de Ia realización de un hecho imponible."ls

1.6 Formas de extinguir la obligac¡ón tributar¡a

1.6.1 El pago

El efecto más importante es el de e)dinguir la obligación tributaria mediante la entrega

al Estado del dlnero en concepto del cumplim¡ento del hecho previsto en la ley. Según

G¡ulllan¡ Fonrouge citado por las docentes Carmen Díaz y Lizeth Nájera, "el pago

raAréva 
os, María Luisa, Ensavo La causa v la fuente de la obl¡sa€ión tributaria, pág. 73.
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const¡tuye un acto o negocio jurí,Cico desprovisto de carácter contractual U Ouu "}d
materia fiscal es unilateral por responder a obligaciones de derecho público que surgen

exclusivamente de la ley y no del acuerdo de voluntades". 16

L,6,2 La confusión

Esta forma de extinguir la obligación opera cuando el sujeto actlvo de la obligac¡ón

tr¡butaria (El Estado), como consecuencia de la transmisión de los bienes o derechos

sujetos a tributo queda colocado en situaclón de deudor. Ocurre rara vez en el derecho

tributar¡o, como en el caso de que el Estado reciba una herencia en cuyo pasivo

flguren deudas de índole tributar¡a. El Estado deja de ser sujeto act¡vo y acreedor y se

conv¡ete en sujeto pasivo y deudor de una obligación. En ta¡ caso es evldente que las

deudas se e)dinguen por confusión.

En el libro Apuntes de Derecho Tributario y Legislación Fiscal, se establece que: "La

confus¡ón cons¡ste en que los derechos del acreedor y deudor se confunden en una sola

persona, la que se conviede a la vez en deudora y acreedora, ya por su sucesión, ya

po¡ otra causa". 17 El Código Tr¡butario lo regula en el Atículo 45, el cua¡ establece: "La

reunión en el sujeto activo de la obl¡gac¡ón tributaria de las calidades de acreedor y

deudor, extingue esa obligación".

t6 
Díaz D!bóñ, Carmen y Nájera Flores, Lizeth, Derecho f¡nanciero ll. Pág. 99.

1? 
V¿rlos auiores. @ Pág. 20s
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Se produce cuando dos personas son recíprocamente deudoras y acreedoras por igual

cantidad, es una flgura propia del derecho civ¡|, pero en el campo del derecho tr¡butario

se contempla en el Adkulo 43 del Código Tributario que: "Se compensarán de of¡c¡o o

pet¡ción del contr¡buyente o responsable de los créditos tributarlos lí,quidos y exig¡bles

de la administración tributaria con los créditos lí,quidos y exigibles del contribuyente o

responsable, referentes a perlodos no prescritos, empezando por los más ant¡guos y

aunque provengan de dist¡nto tributo siempre que su recaudación esté a cargo del

mismo órgano de la Adm¡nistración Tributaria..."; dicho de otra manera el Eslado es

sujeto activo de una obligación y sujeto pasivo de otra y por otro lado, el mismo

contribuyente es sujeto pasivo en una obligación y sujeto act¡vo en otra. Al existir esta

situación, las obllgaciones quedan cumplidas, pero por supuesto en sltuaciones que

siempre que la ley lo permita.

L,6,4 La condonac¡ón o remisión

Es el perdón o liberación de la deuda otorgada por el acreedor. Este principio se basa en

que cualquier persona puede renunclar a su derecho y remitir en todo o en parte las

prestaciones que le son debidas, excepto aquellos casos en que la ley lo prohíbe. La

otorga el poder legis¡ativo, cuando dicta leyes de condonación de los tributos y

sanciones fiscales-

22



La administración pública se encuentra en poslbilldad de declarar e)dinguidos créditos

flscales, cuando la s¡tuación económica re¡nante en el país lo amerite. La condonación

procede sólo en casos especiales, como ejemplo podría ser cuando el Estado está

impos¡bll¡tado técnica y legalmente por d¡versas razones para efectuar el cobro de un

tributo, y decide condonarlo parcial o totalmente, siempre en base a una ley decretada.

El fundamento legal de esta figura es el Artkulo 46 del Código Tr¡butario, el cual

establece: "La obl¡gaclón de pago de los trlbutos causados, solo puede ser condonada o

remitida por ley. Las multas y los recargos pueden ser condonados o remit¡dos por el

Presidente de la República, de conformldad con lo establecido por el artículo 183 inciso

r), de la Constitución Politica..."

1.6.5 La prescripción

Se configura cuando el deudor se libera del pago de la obligación tr¡bularla por inacc¡ón

del Estado, desapareclendo la obligac¡ón del sujeto pasivo por el transcurso del tiempo.

"Es un modo de extinción de la obl¡gaclón tributarla que se da por el transcurso de un

determinado tiempo sin que el sujeto activo de la relación juriCico tributaria, o el

acreedor en términos generales, haga uso del derecho a exigir el pago

correspondlente". 18

13 
Varios autores. @ Pág. 208.
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Esta forma de extinc¡ón de la obligación tributar¡a se encuentra regulada en los Artículos\:?

47 al 53 del Código Trlbutario, indicando que el derecho de la administrac¡ón tributaria

para hacer verificaciones, ajustes, rect¡ficaciones o determ¡naclones de las obllgaciones

tributar¡as, liquidar ¡ntereses y multas y exigir su cumplimiento y pago a los

contribuyentes o los responsables, deberá ejercitarse dentro del plazo de cuatro años.

24



CAPITULO II

2-

2.1

Ju¡c¡o económico coact¡vo

Definición

El Abogado guatemalteco Hugo Calderón l.4orales, define el proceso económ¡co coactivo,

como "un med¡o por el cual el Estado cobra sus adeudos que los particulares tienen con

éste, los que deben ser lhuidos, ex¡g¡bles, de plazo vencido y prestablecidos legalmente

a favor de la admln¡straclón pública." 1e

Para Carlos, García Oviedo, "la acción recaudadora comprende dos períodos, uno

voluntario y otro ejecutivo, el prlmero toma en cuenta la reallzación de los créditos Ia

cual se efectúa s¡n medida coactiva alguna, dentro de los plazos reglamentarlos.

El segundo, que se inlcia con la correspond¡ente diligenc¡a de apremio, el cobro se

obtiene coactivamente llegándose, en su caso al embargo y adjud¡cac¡ón de bienes del

deudor." 20

Calderón Morales expresa que: "del juicio económico-coacfivo¡ se puede establecer que

se trata de una ejecución especial en donde el Estado, a través de los órganos

1e 
Calderón Mor¿les, Hugo H. Derecho Procesal Administrativo, pág. 192.

20 
Oviedo García, Carlos, Derecho Adm¡nistrativo, pág.404.
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administrativos siempre es la pade actora, contra existencia de un tilulo ejecutivo y que\::g

persigue el cumpl¡miento de una obligac¡ón del partlcular a favor del Estado." 2L

Giuliani Fonrouge lo define como: "El procedimlento especial y sumario que permite al

Estado exigir coactivamente el pago de las obl¡gac¡ones trlbutarias" 22

El Tratadista Español Miguel Fenech cltado por.lesús Quintana V¿ltierra y Jorge Rojas

Yañez, en su texto Derecho Tributar¡o N4exicano, def¡ne el proceso económico coactivo

como: "El medlo JuriC¡co con el cual se logra la satisfacción del acreedor cuando éste no

se cons¡gue a través de la pÍestación del deudor y es necesario consegu¡r aquella

satisfacc¡ón independientemente de la voluntad del obligado y venciendo toda su

contraria voluntad" 23

Al anallzar las def¡n¡clones antes indicadas podemos señalar algunos elementos en

común en cada una, tales como: procedimiento, cobro, adeudos, obligación tr¡bularia,

titulo ejecutivo, ejecución coactiva y administración pública; de estos conceptos

nosotros hemos formulado nuestra defin¡clón del juicio económico coactivo, el cual

entendemos como: un proceso de ejecuc¡ón especial por medio del cual el Estado

acciona ante un órgano jurisdiccional exiglendo a los contribuyentes el cobro de

adeudos tributarios establecidos mediante un título ejecutivo sobre deudas trlbutarias

flrmes, liquidas y exigibles, a favor del Estado.

':l calderón Morales, Hugo H. Derecho Procesal Adm¡nistrativo, pág. 192.

" Giuliani Fonrouge, ca¡os M. D€r€cho Financ¡ero, Pág.819.

':3 Quintana Valtierra, Jesús y Rojas Yañez, Jorge, Derecho Tributario Mex¡caño, Pág. 200.
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2.2 Breve reseña h¡stór¡ca del juic¡o económ¡co coact¡vo

En Guatemala, el juicio económlco coactlvo¡ se encuentra regulado en el Decreto 1126,

del congreso de la República de Guatemala, que contenía la Ley orgánica del Tribunal

de la Contraloría de Cuentas y su Reglamento, pero mediante la vigencia del Decreto

31-2002 del Congreso de la República, creado el catorce de mayo de dos mil dos, se

derogaron las d¡sposiciones contenidas en los Artícuios del I al 32, quedando dicha ley

con la denominaclón de Ley del Tribunal de Cuentas. Es de hacer notar que el Decreto

31-2002 del Congreso de la República de Guatemala, contiene la actual Ley Orgánica

de la Contraloría General de Cuentas.

As¡mismo el luicio Económico Coactlvo también se encuentra regulado en el Decreto

número 6-91 del Congreso de la República de Guatemala, Código Tributario'

Lo que motivó Ia reforma ya citada, se debió a que en los Acuerdos sobre aspectos

soc¡oeconómicos y situación agrarla en Guatemala, y el fortalecimiento del poder clvil y

funclón del ejérc¡to en una sociedad democrátlca, el Gobierno de la República se

comprometló a reformar, fortalecer y modern¡zar la Contraloría General de Cuentas.

Se cons¡deró imperativo dotar a la Contraloría General de Cuentas, para que pueda

cumpl¡r su función como órgano superior de control, de una ley que le perm¡t¡era poner

en práctica un sistema dinámico de flscalización mediante la aplicación de

27



/-. j ¡¡:;\

/'-+ '".-'-\

l=; sr¡r dr t.
t1-.rt\.'¡r,-'

procedimientos modernos de auditor¡a gubernamental, para determinar el grado de

eficienc¡a, eficac¡a y economía en la ejecuc¡ón de los programas que desarrolle la

adm¡nistración pública, no solamente a través de la verlficación de los reg¡stros

contables, sino además de la evaluación de los resultados obtenidos frente a los

objetivos nacionales, institucionales y sectorlales, en sus propios ambientes

tecnológicos.

Por el proceso de modernización del Estado, iniciado a finales de la década de 1990, se

adoptaron nuevos criterios técnicos y tecnológicos, con el f¡n de garantizar la

transparencia y probidad en la utillzaclón del erar¡o públlco, lo cual se refleja entre otros

con el Slstema Integrado de Adm¡nistración Financiera SIAF, el cual necesariamente

tiene que ser complementado con el Slstema de Auditor¡a Gubernamentdl que el

Decreto 31-2002 del Congreso de la Repúbl¡ca viabilizó.

2.3 Clases de procesos económ¡cos coact¡vos

Actualmente, se dist¡nguen dos procedim¡entos económlcos coact¡vos, regulados en dos

leyes dlstintas: 1. Proceso económico coact¡vo común, regulado el la Ley del Tribunal de

Cuentas; y 2. Proceso económico coactivo tr¡butario, regulado en el Cód¡go Tr¡butario,

ambos cuerpos legales del Congreso de la República de Guatemala. 2a

2a 
Castilo Gonzá ez,lorge lvlario, D€r€cho Ad m in¡strativo, Pág.432.
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De conform¡dad con el Artículo 171 del Código Tributario, el procedim¡ento econóri.o 
*: j-

coactivo, es un medio por el cual se cobran en forma ejecutiva los adeudos tr¡butar¡os.

Al anallzar éste aÉículo, nos damos cuenta que el leg¡slador obvio otro tipo de adeudos

de los pa¡t¡culares a favor del Estado, tomando en cuenta ún¡camente los adeudos

tributar¡os; así mismo, el Decreto 1126 del Congreso de la Repúbtica, Ley del Tr¡bunat

de Cuentas, indica literalmente en su Artículo 45 párrafos dos y tres que la jurisdicción

en materia económlca coactiva "Tiene como fin exclusivo conocer en los procedimientos

para obtener el pago de los adeudos a favor del f¡sco, las municipal¡dades, las entidades

autónomas y las instltuciones descentralizadas. Los adeudos a que se refiere este

aftículo, son aquellos que proceden de un fallo condenatorio de cuentas, multas y

demora en obligaciones tributarias."

El fin de ambos es la persecución de la obligación de un paticular frente al Estado,

s¡endo la pr¡ncipal diferencia el or¡gen de las deudas que se pretenden hacer efectivas.

En el caso del procedimiento regulado por el Decreto 1126 del Congreso de la

República, se trata de cualquier deuda contraída ante el sector público, mismas que

devienen primordialmente de sentencia dlctada por el Tr¡bunal de Cuentas como

consecuencia de auditorias realizadas por la Contraloría General de Cuentas; mientras

que el procedimiento regulado por el Código Tributario se circunscr¡be a las deudas de

carácter em¡nentemente tr¡butario, pero en ambos casos convergen cuest¡ones

)9
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tributar¡as, por lo que la aplicación de uno u otro proced¡miento esta sujeto uW
interpretación.

2,4 Fases procesales de los proced¡m¡entos económ¡cos coact¡vos

comunes y tributarios, sus d¡ferenc¡as y sim¡l¡tudes

2,4,1 Esquema general

Planteamiento de la demanda;

Emplazamiento, audiencia al demandado;

Requerimiento;

Contestación de la demanda y/o incidencias;

Oposic¡ón y/o planteamiento de excepciones, previas, perentorias, excepciones en

cualquier estado del proceso. Según el caso;

Allanam¡ento;

Rebeldía o contumacia. Según Ia ley aplicable al caso concreto;

Incidencias: Nulidad por violaclón de ley o v¡cios del procedimiento;

Otras incidencias: Sustituc¡ón de blenes embargados, contra-garantías, tercerías y

reducción del embargo;

Pago del adeudo;

Consignac¡ón con reseTva de oposic¡ón, o para levantar las med¡das precautorias

decretadas;
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Apertura a prueba;

Sentencia. Prev¡o generación de patr¡mon¡o ejecutable;

Impugnaciones.

En base al detalle general presentado anter¡ormente, d¡remos que las fases procesales

son d¡stintas para ambos procedimlentos, rad¡cando su simll¡tud en su objet¡vo

primordial que es ejecutar el adeudo que se pretende.

2.4.2 Planteam¡ento de la demanda

De conform¡dad con los procedimientos económico coactivos, regulados en la legislación

guatema¡teca, no existen normados requisitos para el planteamiento de la demanda,

pero al hacer la aplicación de las leyes supletorias, debemos reunir los requisitos

establecidos dentro del Adículo 61 del Decreto Ley número 107, Código procesal C¡vi¡ y

lvlercantil, para la primera sollcitud y los del Atícuio 62 para las demás solicitudes, así

mismo debemos tomar en cuenta los preceptos normados en los Artículos Ie6, I07 y

108 que se ref¡eren al contenido de la demanda y a los documentos esenciales que

deben acompañarse en la fase esencial oportuna, como lo es la fase de ¡niciac¡ón de un

proceso.

La adminlstrac¡ón pública, deberá acompañar a la demanda el titulo ejecutivo, en el que

fundamente el adeudo que el particular tiene con el Estado, según el caso.
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Planteada la demanda el juez cal¡ficará el título y con base en el mismo, se dictará

resolución mandando requerlr de pago al obligado y s¡ éste no cancela en el acto del

requerimiento, se trabará embargo sobre b¡enes sufic¡entes que cubran el valor de lo

demandado, regulado en los Adículos 84 de la Ley del Tr¡bunal de Cuentas y Artículo

174 del Código Tr¡butario.

As¡mismo, en la demanda económico coactiva, y dentro del transcurso del proceso

pueden solicitarse las med¡das cautelares que sean necesarias, según el caso si fuere la

parte demandada persona individual o jurídica; entre las cuales encontramos el

embargo sobre b¡enes, el arraigo y el embargo con carácter de intervención sobre

empresas propiedad del demandado, es necesar¡o aclarar que de conform¡dad con las

reformas efectuadas al Cód¡go Tr¡butario, ya no se hace excepción al arraigo, así mismo

se deja claro que el juzgador esta facultado, para ordenar estas medidas inaud¡ta pafte,

según lo establece el Artículo 534 del Código Procesal Ctvil y ¡4ercanti¡, el cual prescribe

que "las providencias precautorlas se dictarán s¡n oír a la pafte contra quien se p¡dan y

sunirán todos sus efectos, no obstante cualquier ¡ncidente, excepción o recurso que

contra ellas se haga valer, mlentras no sean revocadas o mod¡ficadas, en aplicación a

la supletoriedad normada, antes relacionada."

Es por ello que aunque el proceso económico coactivo tenga como una de sus

características la oficiosidad, hay ciertos actos que siempre deben ser a instancia de



parte, como la traba de embargos u

como lo es el arraigo, y así mismo la
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otras medidas precautorias y de coacción personal

¡nic¡ación de la demanda.

2.4.3 Emplazam¡ento¿ aud¡encia a la parte demandada

En la fase de audienc¡a se encuentran dos s¡tuaciones simllares con algunas diferencias,

que se dan en ambos procedimientos económ¡cos coactivos, tanto en el comÚn como en

el tr¡butario. Lo s¡milar es que en los dos proced¡mientos se emplaza al demandado, la

diferencia radica en el plazo concedido, para evacuar la aud¡enc¡a y plantear la defensa,

así como la audiencia al Ministerio Públ¡co, que regula la Ley del Tr¡bunal de Cuentas,

entiéndase Procuraduría General de la Nación.

En el Arthulo 84 de la ley c¡tada en el párrafo anterior, se emplaza al ejecutado para

que dentro del plazo de tres dias deba manifestar su oposición, bajo apercib¡miento de

cont¡nuar el juicio en su rebeldía. Si el demandado se opone o interpone excepciones

dentro del mismo plazo se mandará a oír a la Procuraduria General de la Nac¡ón y al

ejecutante por el plazo de c¡nco días.

De conform¡dad con el Código Tributario en su Artículo 174, se emplaza al ejecutado

para que dentro del plazo de cinco días, se oponga o haga valer sus excepciones.

Aludiendo en su párrafo tercero/ que "Si se trata de ejecución de sentencias solo se

admitirán las excepciones nacidas con posterloridad a la misma-" Así mismo, el Artículo
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176 en su parte conducente preceptúa que si el ejecutado se opusiere, deberá razonar

su oposición y s¡ fuere necesarlo, ofrecerá la prueba pertinente; refiriendo el párrafo

tercero de dicha norma legal que el juez oirá por cinco días háb¡les a la administrac¡ón

tributaria.

2,4,4 Requerim¡ento

Es el acto procesal continuo de la notif¡cación de la demanda, el cual se encuentra

ordenado en el mandamiento de ejecución para lograr el cumplimiento del obligado o en

su caso el embargo de bienes según lo normado en el Adículo 297 del Código Procesal

C¡vll y ¡4ercantil; siempre considerando la supletoriedad establecida en ambos

procedimlentos.

2,4,5 Contestación de la demanda y/o inc¡denc¡as

Al contestar la demanda, el demandado puede adoptar cietas actitudes, estas pueden

ser en la forma siguiente:

- Oposic¡ón;

- Planteamiento de excepclones previas, o perentor¡as o en cualquier estado del

proceso, según el caso;

- Allanamiento;
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Rebeldía o contumacia, Decreto 1126 del Congreso de la República;

Incidenc¡as: Nul¡dad por violación de ley o vicios del procedimiento;

Otras ¡ncidencias: Sust¡tución de bienes emb¿rgados, contra-garantías, tercerías y

reducc¡ón de embargo;

Pago total del adeudo;

Consignación con reserva de oposición, o con el objeto de levantar las medidas

precautorias decretadas. De conformidad con el Arti.ulo 300 del Cód¡go Procesal

Civil y ¡4ercantil, lo cual por la naturaleza del proceso económico coact¡vo, se hace

en forma directa, o sea una vez hecha la pet¡ción se extiende la orden y recibo de

ingresos judiciales, sin hacer uso de la vía inc¡dental.

a) De la opos¡ción y/o planteam¡ento de excepc¡ones prev¡as,

perentor¡as o en cualquier estado del proceso

Como ya se dijo anteriormente, entre las diferenc¡as marcadas que contienen los

procedlm¡entos económicos coactivos, que regula la legislación guatemalteca, se

encuentra el plazo señalado para Ia contestac¡ón de la demanda, entre otras diferencias

se tiene el p¡anteamlento de las excepciones durante el emplazamlento, así como las

excepciones que se pueden ¡nterponer en cualquier estado del proceso, y lo que refiere

el procedimiento económico coactivo encausado en el Decreto 1126 del Congreso de la

República, Ley del Tribunal de Cuentas, en relación a Ia oposición y la interposición de

excepciones de prevlo y especial pronunc¡amiento, así como las demás que se

35



z-.."r;'1i".\
,/..i

li: !!(¡Erl[¡ !:i
\".-:i'

interpongan perentorias, estando su dillgenciamiento, tanto como la oposición a conferi)::1]g'

aud¡enc¡a a la Procuraduría General de la Nac¡ón.

lvlediante la Ley del Tribunal de Cuentas, según el Aftkulo 84, el ejecutado tiene tres

días para manifestar su oposic¡ón, el demandado puede interponer las excepciones que

estlme pe*lnentes, bajo apercib¡miento de cont¡nuar el trámite en rebeldía;

circunstancia que se da en la práctica, pero a instancia de parte, según criter¡o que han

adoptado los juzgadores, a pesar de la oficios¡dad que envuelve a éste tlpo de procesos,

y aún mas en las sentencias se expresa que se sigue el ju¡clo en rebeldía si ésta

procede, sin haber hecho tal petición y declaración en autos.

según el Atículo I74 Código Tributario, se "... dará audiencia al ejecutado por el plazo

de cinco días hábiles, para que se oponga o haga valer sus excepciones". Observándose

que no es regulado el apercibimiento de continuar el julcio en rebeldia, por lo que éste

presupuesto jurídlco no se da en los procesos económicos coactivos, que se rigen bajo

la luz de dicho cuerpo legal.

En vitud de las d¡ferencias marcadas en relación a los plazos, como a las excepclones a

interponer, debemos tener presente que los plazos enmarcados en las leyes procesales

son de carácter perentorio e improrrogables; como se establece en el Artículo 64 del

Código Procesal Civil y Mercantil, observando la supletoriedad y considerando lo
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establec¡do en el Artículo 13 de la tey del Organismo Judic¡al que prescrtbe: '.eue nrW
disposic¡ones especiales prevalecen sobre las disposiciones generales.,,

b) Excepc¡ones prev¡as en económ¡co coact¡vo común

En el Decreto 1126 del Congreso de la Republica, Ley del Tr¡bunal de Cuentas. En este

cuerpo legal, en su Artículo 87, se contemplan excepciones prev¡as a las que se les

denom¡na de previo y espec¡al pronunciamiento, ¡as cuales deben ¡nterponerse

juntamente con el razonamiento de la oposición, así como de otras excepciones.

c) Excepc¡ones previas en económico coactivo tr¡butar¡o

En el Código Tr¡butario no hay énfasis al planteam¡ento de excepciones previas, por

ende todas deben plantearse juntamente con el razonamiento de la oposición; y son

innominadas; así mismo debe contemplarse que el procedimiento económico coactivo

bajo el amparo del Código Tr¡butario contempla la interposición de ciertas excepciones

en cualqu¡er estado del proceso, de conformidad con lo normado en su Artículo 177

como lo son:

- Pago.

- Transacción autorizada mediante acuerdo gubernativo.

- Fin¡quito debidamente otorgado.

- Prescripción.
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Caducidad.

Las nac¡das con posterloridad a la contestación de Ia demanda y que destruyan la

eficacia del titulo.

No debe expresarse por ejemplo: Se interpone excepción previa de pago, solo debe

¡nterponerse como excepción de pago. Toda vez que, como ya se indicó anteriormente,

el Código Tributario no contempla la interposición de excepciones previas.

Actualmente los litigantes deben tomar en cuenta las reformas efectuadas al Código

Tr¡butario, reguladas dentro del Decreto número 20-2006 del Congreso de la República,

que establece en su Artículo 40, que en casos que haya demanda judlcial, para el pago

de tributos, podrá celebrarse convenio ante juez competente, por lo que pueden

ejerc¡tar dicha acclón conforme derecho, hac¡endo valer las pretensiones que est¡men

pertinentes. Obsérvese que esto se refiere únicamente al procedimiento económico

coact¡vo conocido como tr¡butar¡o, o sea el que se sustenta bajo la luz del Código

Tributar¡o.

2,4,6 Allanam¡ento

¡4arlo Aguirre Godoy indica que: "El demandado, puede también comparecer al proceso

allanándose al mismo, esta situación resulta cuando el demandado expresa su deseo de
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no litigar y d€ someterse a las pretens¡ones aducidas por el actor, manifeslación que -
debe hacerse en el plazo que tiene el demandado para contestar la demanda.,,2s

lvlauro Chacón argumenta que "El allanamiento es una actitud Actjva desfavorable, es

cuando e¡ demandado se apersona al proceso allanándose, de donde la pretensión del

actor, resultará estimatoria." 26

2,4,7 Rebeldía o contumac¡a

En el procedim¡ento económico coact¡vo, encontramos la figura jurÍdica de rebeldía

ún¡camente en el Altículo 84 del Decreto 1126 del Congreso de la Repúbl¡ca, Ley del

Tribunal de Cuentas/ esta surge por la incomparecencia de la parte demandada, la cual

no se da en el procedimiento económico coactivo regulado en el Decreto 6-91 de¡

Congreso de la República, Código Trtbutario, s¡endo esta otras de las diferenc¡as que

atañen los procedim¡entos económicos coactivos, regulados en la legislación

Guatemalteca.

Al hacer un análisis de la ley supletoria, se enfoca que el ArtÍculo 114 del Código

Procesal Civil y Mercantil preceptúa como efectos de la rebeldía entre otros que desde el

momento en que el demandado sea declarado rebelde, podrá trabarse embargo sobre

sus b¡enes, en cantidad suf¡ciente para asegurar el resultado del proceso. Esto dentro

" ob. cit. pág. e+0.

" ou.cit. p¿g. ¿.
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de los juicios ordinarios, lo cual no es aplicable en el procedimiento económrco coactrvo, 
*g:v

por tratarse de un ju¡cio de ejecución, dentro del cual las medidas precautorias se dan

¡naudita parte como lo establece el Aftículo 534 del Decreto Ley número 107, Código

Procesal Civil y lvlercantil, por ende esta figura debe desaparecer, puesto que esta en

contra posición con las medidas precautorias que se decretan a petición de pade desde

la pr¡mera resolución que admlte la demanda, y no después de ser declarado rebelde el

demandado, como Io regula el ordenamiento c¡vil adjet¡vo para los procesos de

conoclmiento. Considerando tamb¡én que tal presupuesto jurídico no se encuentra

normado para el dil¡genciamiento de los procesos de ejecución.

2,4,A Incidenc¡as

Atendiendo a la supletoriedad, las partes han tenido el derecho de hacer uso de la

nulidad por violac¡ón de ley, o vicio del procedimiento, ya sea al contestar la demanda,

en relac¡ón a la primera resolución, o a los actos iniciales di¡igenciados, debiendo

tomar siempre en cuenta, que los plazos procesales son de carácter perentorio, es el

caso, por lo cual en la práct¡ca algunos litigantes plantean la contestación de la

demanda, o sea la oposición, simultáneamente con la nulidad, interrumpiéndose el

trám¡te de la oposic¡ón quedando ésta presente para su oportun¡dad, resguardando con

d¡cha actitud los intereses de la parte demandada en virtud que no siempre se puede

asegurar si va a prosperar o no una nulidad planteada, y de no dlligenciarse dichas

pretensiones en forma paralela, se estaría arriesgando el plazo conferido para Ia
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contestac¡ón de la demanda, perjud¡cando el derecho de defensa ¿el OemanOaOo. ¡)Q9i
relación a éste tema es impoftante dejar plasmado que en las nulldades declaradas sin

lugar dentro de los procedimientos económicos coactlvos, no cabe el recurso de

apelación, de conformidad con la naturaleza del ju¡cio y atend¡endo a sus principios

propios de brevedad, oflciosidad y especialidad, así como a los principios generales

procesales de economía procesal y ceteza juriCica, según sentencia de ¡a Corte de

Constitucionalidad de fecha 12 de octubre del año 2005, dictada dentro del expediente

número 1155, del año 2005.

Entre las incidencias que son comunes en los juicios de ejecuclón podemos mencionar

las sigu¡entes:

La sust¡tución de b¡enes embargados.

La contra-garantir.

Las tercerías.

Reducción de embargos"

Entre estos incidentes que causan

coactivo, se enfoca especil¡camente

Mercantil, Las tercerías, las cuales

disposic¡ón en contrarlo.

diferenc¡a dentro del procedimiento económ¡co

según el Artkulo 551 del Códlgo Procesal Civ¡l y

pueden interponerse en cualquier proceso, salvo
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Xjlr,9a) Tercerías coadyuvantes

De conformidad con el ArtÍculo 549 del Decreto Ley 107, código Procesal C¡vil y

l4ercantil, estas se refieren cuando a una persona que se denomina tercero

coadyuvante se reputa un m¡sma pafte con aquél a quien ayuda, debiendo tomar el

proceso en el estado en que se halle.

b) Tercerías excluyentes

De conformidad con el Articulo 550 del Decreto Ley 107, Cód¡go Procesal

lvlercantil, estas se refieren a los terceros que aleguen un derecho de dominio

preferencia.

Dentro del procedimiento económ¡co coact¡vo, únicamente pueden interponerse, las

tercerías excluyentes, tanto de conformidad con el Decreto 1126 del Congreso de la

República, Ley del Tribunal de Cuentas, como con el Decreto 6-91 del Congreso de la

República, Cód¡go Tributario.

C¡v¡l y

y/o de
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c) Tercerías según el Decreto Número 1126 del Congreso de la

República, Ley del Tribunal de Cuentas. suspensión del

procedimiento

De conformidad con el AÉi.ulo 91 del Deffeto 1126 del Congreso de la Repúbl¡ca, Ley

del Tr¡bunal de Cuentas, únicamente puede interponerse tercerías excluyentes de

dominio o preferentes de pago, las que se promoverán y se resolverán ante los

tr¡bunales ordinar¡os.

El Artículo 92 del Decreto 1126 del Congreso de la Repúbllca, Ley del Tribunal de

Cuentas, establece que las tercerías excluyentes de dominlo deberán interponerse antes

de que se otorgue la escritura traslativa de dominio y las preferentes de pago, antes de

haberse efectuado éste.

El Artículo 93 del Decreto 1126 del Congreso de la República, Ley del Trlbunal de

Cuentas, expresa que la interposición de una tercería, dará lugar a la suspensión del

procedimiento económico coactivo, slempre y cuando se den las c¡rcunstancias

s¡gulentes:

Que se compruebe en forma auténtica, que se ha interpuesto; y

Que los tribunales ordlnar¡os le han dado trámite.
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Aunado a esto, de conformidad con el Atículo 94 de dicho cuerpo legal, "El juez

ordinario que conozca de una tercería tiene obl¡gac¡ón bajo su estricta responsabil¡dad,

de comunicar al funcionario que sigue el proced¡miento económlco coactlvo, que se

dictó resolución firme que pone fin al ju¡cio de tercerías, para lo cual certif¡cará lo

conducente."

d) Tercerías según el Decreto 6-91 del Congreso de la República'

Código Tributario, suspensión del proced¡miento

El Atículo 179 del Decreto 6-91 del Congreso de la Republlca, Cód¡go Tribuiario,

únicamente pueden interponerse tercerías excluyentes de domino o preferentes de

pago¡ las que se tram¡tarán como lncldentes ante el mismo juez que conoce el juicio

económico coactivo.

De conformidad con el Artkulo 180 del Decreto 6-91 del Congreso de la República,

Código Tributario, las tercerías excluyentes de dominio deberán interponerse antes de

que se otorgue la escritura traslativa de dominlo y las preferentes de pago antes de

haberse efectuado éste, al ¡gual como en el procedlmiento segu¡do bajo el amparo del

Decreto 1126 del Congreso de la Repúbllca, Ley del Tribunal de Cuentas.

En el procedimiento económico coactivo seguido a la luz del Decreto 6-91 del Congreso

de la República, Código Tributario, para dilucidar alguna tercería excluyente de dom¡nio,
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se hará en forma inmediata de conformidad con el Artkulo 181 del Decreto U-nt O.l*-
Congreso de la República, Cód¡go Tributario, el cual establece "Interpuesta una

tercería excluyente de dominio se suspenderá el procedimiento, hasta que se decida la

tercería-" En otras palabras la suspens¡ón, se da por imperativo legal, sin requisito

alguno, puesto que en éste caso las tercerí¿s se ¡nterponen dentro del mismo juic¡o, no

en diferente juzgado como lo es en el caso del Decreto 1126 del Congreso e la

República. Ley del Trlbunal de Cuentas.

En estos casos, se puede observar que el Códlgo Trlbutario no hace alusión en cuanto a

la suspensión, cuando se interponga una tercería excluyente preferente de pago, por

lo que en la práctica tamb¡én se suspende por analogía.

2,4,9 Pago del adeudo

Entre otras actitudes que puede desarrollar el demandado, se encuentra el pago del

adeudo, Aguirre Godoy expresa: "Para los efectos procesales, primeramente, se

despacha la ejecuclón, se lleva a cabo el requerim¡ento de pago, por el min¡stro ejecutor

des¡gnado (actualmente por el centro de serv¡cios auxiliares de la adm¡nistración de

justlcia), también puede efectuarse la notlf¡caclón y requerim¡ento respectivo, med¡ante

un notario notiflcador, si así lo plde el ejecutante. Artículo 298 del Código Procesal Civil

y lvlercantll. El demandado atiende el requerimiento, en cuyo caso tiene que pagar la

suma reclamada y las costas causadas. Si el demandado procede a efectuar el pago al
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momento del requerimiento, se deja constancia en el expedlente, se entrega Jfu$"
ejecutante la suma sat¡sfecha, dándose por terminado el procedimiento. Y se levantan

las medidas precautorias decretadas en contra del demandado. Este pago al hacerse en

efectivo, s¡empre debe ser consignado en la tesorería del organ¡smo judlcial, a

dispos¡ción del juzgado. Aludiendo además que las costas habrá que liqu¡darlas para

saber su monto exacto." 27

En la práctica, el procedim¡ento de pago en los procesos económicos coactivos no se da

asíde sencillo, como lo establece el Adiculo 300, párrafo pr¡mero del Decreto Ley 107,

Código Procesal Civil y Mercantil, en relac¡ón a que una vez pagado se de por terminado

el juicio y se proceda a liqu¡dar las costas, toda vez, que el juzgador si bien es cieto

decreta levantar las medidas precautorias decretadas contra la pade ejecutada, no

decreta la entrega al ejecutante de la suma consignada, constitu¡da por el adeudo

reclamado, más el diez por clento, para costas procesales, sustentando los criterios

siguientes:

Que es el actor, quien a satisfacción de io actuado debe solic¡tar la termlnación del

procedimiento inlciado. Esto s¡ el demandado paga las costas ¡nd¡cadas por la parte

actora en la vía administrativa, aún sin haber s¡do condenado a estas.

- En las actas de requer¡miento no se expresa a cabalidad si la persona desea pagar

para que se de por terminada la relac¡ón jurídica derivada del adeudo, o es con el

" ob. c¡t. pág.259.
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requerido de pago previamente se le ha not¡f¡cado la demanda, careciendo algunas

veces en dicho momento de asesoría legal.

Tomando en cuenta, que dentro del proced¡miento económico coactlvo, reguiado

en el Decreto 1126 del Congreso de la Repúbl¡ca, Ley del Tr¡bunal de Cuentas, el

plazo para oponerse es de tres días, y en el procedlmiento económico coact¡vo

regulado en el Decreto 6-91 del Congreso de la República, Cód¡go Tributario, el

plazo para oponerse es de cinco dias, el diclar el auto en que se da por terminado

el juicio, dentro del plazo de tres dias como lo alude la Ley del organismo Judicial

en sú Adhulo 142, estaría en contraposición al derecho de defensa, puesto que la

persona dentro de dicho plazo, tamb¡én podría oponerse¡ por lo que en Ia práct¡ca

cuando la persona opta por efectuar el pago del adeudo, es conveniente se haga

en las oficinas administrativas de la pafte actora, por ejemplo: la

Superintendencia de Administración Tributaria, el lnstituto Guatemalteco de

Seguridad Soclal, Empresa Guatemalteca de Telecomunicaciones, Instituto

Guatemalteco de Turismo; entre otras, siendo d¡chas ent¡dades las que al recibir el

pago del adeudo, hacen la pretensión en relaclón a que se de por terminado el

ju¡cio, puesto que cuando el pago se hace al momento del requer¡miento, dicho

monto constituyen patrimonio ejecutable, en espera de oposición o vencimiento

del emplazamiento, para dictar la sentencia de mer¡to, y es en dlcho acto final, en

que se va a decldir sobre la condena de las costas procesales respectivas. Costas
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que se calcularán mediante la liquldaclón respectiva, y serán ejecutables al estar

firme el auto correspond¡ente.

2.4-lO Cons¡gnac¡ón con reserva de oposición

Esta es otra situación prevista en el párrafo segundo Artículo 300 del código Procesal

Civil y Mercantil, ley supletoria en los procedimlentos económicos coactivos que

contempla la leg¡slación guatemalteca, en donde se expresa que "Así mlsmo puede el

deudor hacer levantar el embargo, consignando dentro del mismo proceso la cantidad

reclamada, más un diez por ciento para llquidación de costas, reservándose el derecho

de oponerse a la ejecuclón". S¡n perjuicio de que s¡ la cant¡dad consignada no fuere

suf¡ciente para cubrir la deuda prlncipal, lntereses y costas, según la liqu¡dac¡ón, se

pueda trabar embargo por la que falte.

Jaime Guasp, expresa: "Todavía podría ocurrir que el deudor pretenda asum¡r una

actitud ¡ntermedia entre el simple pago inmedlato y la desatención del requerimiento

que provoca el embargo de sus bienes. Es imaginable, en efecto que el sujeto pasivo

de la pretensión ejecutiva niegue su condic¡ón de deudor y, por lo tanto, no quiera

satisfacer la cantldad que el demandante Ie reclama, pero no desee tampoco verse

expuesto a las molestias y vejaciones que el embargo supone y, por lo tanto, prefiera

obvlar esta aprehensión de sus b¡enes sin que extinga el juicio ejecutivo por su falta de

oposición. La ley consiente semejante actitud intermedia, que conslste en la
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suconsignación, por el propio deudor, de la cantldad que se reclama, con la reserva de

derecho a oponerse al juic¡o ejecutivo entablado.

El cóncepto de cons¡gnación que ahora se emplea es, evidentemente, impropio, puesto

que no es el depósito de una cantidad con fines l¡beratorios, como se define a la

consignación en el estricto derecho privado, sino que es una entrega cautelar que

sustituye meramente, med¡ante el depósito de una cantidad de dinero, la traba de los

bienes que, en otro caso, practlcaría el órgano judicial. En otras palabras diremos en el

presente trabajo que es una entrega cautelar, toda vez que la final¡dad de d¡cha

cant¡dad no solo es sustltulr los blenes embargados, sino garantizar las resultas del

JUrcrO. --

En caso que el Estado resultare vencido en estos procedimientos, nunca es condenado

en costas, en vlrtud que todas las entidades estatales actúan en pro de su beneficio

resguardando sus lntereses.

2,4,LL Apertura a prueba

Es la fase procesal en la cual las pates proponen el dillgenciamiento y aportarán los

medios de pruebas ofrecidos tanto en la demanda como en la oposic¡ón a la mlsma,

aquí encontramos otra de las diferenc¡as marcadas que radica en el plazo para la

recepción de los medios de prueba el cual para los demandados de conformidad con el

" o¡.cit. pág. rsg
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Decreto 1126 del Congreso de Ia República, Ley del Tr¡bunal de Cuentas es de seis

días, y además expresa dicha ley, que en éste procedlmiento se abren a prueba las

excepciones. Ahora blen en el proced¡miento económico coact¡vo regulado en el Decreto

6-91 del Congreso de la República, Código Tributario, el plazo es de prueba es de 10

días y se reflere a que en dichos casos, se abre a prueba el ju¡clo, no solo las

excepciones, como pasa en el Decreto 1126 del Congreso de la República, Ley del

Tribunal de Cuentas.

2.4.L2 Sentenc¡a

a) Concepto

Para lvlario Aguirre Godoy, "Es el acto procesal atr¡buido a los órganos jurisdiccionales,

por medio del cual termlna normalmente un proceso. Atendiendo a la clasif¡cación de los

actos procesales, en relación a su función estos se dlvlden en actos de inlciación/ actos

de desarrollo y de terminación los cuales se subd¡viden en actos de decisión y de

extinción; correspondlendo la sentencla a los actos de decisión." 2e

Para Guasp, la sentenc¡a es "Aquel acto del órgano jurlsdiccion¿l en que éste emite su

ju¡cio sobre la conformidad o lnconformldad de la pretensión de la parte con el derecho

t'ob. cit. pás.261.
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objetivo y en consecuenc¡a actúa o se niega a actuar d¡cha pretensión satisfaciéndolJ+

en todo caso." to

Nosotros diremos que la sentencla es la resolución mediante la cual se plasma la

decisión del juzgador, sobre determinado asunto, poniendo f¡n a una litis, previo haber

precluido todas las fases procesales, para su culminación, la cual debe ser justa e

lmparcial, dotada de certeza jurídica, acogiendo o rechazando la demanda ¡n¡clada.

b) Naturaleza jurídica

Eduardo Couture expresa que: "Ex¡sten dos posiciones fundamentales: a) Una sostiene

que es una actividad de declaración del derecho, o sea que el juez no innova nl crea

derecho, sino que s¡mplemente lo apl¡ca. b) La otra es que la actividad del juez es

em¡nentemente creadora, y que en consecuenc¡a, la sentencia constituye una nueva

norma jurídica." 31

c) T¡po de sentencia

Dentro de los procedimientos económicos coact¡vos, son de tipo declarativo, puesto

que estas t¡enen por objeto la pura declaración de la existencia o inex¡stencia de un

derecho, o sea o sea la ex¡stencia o inexlstencia de una obllgación, así mismo para que

30 ob. cit. pág. s67.
rl 

Couture, Edu.rdo L Fundamentos del Derecho ProcesalCivit, pás. 304.
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se de esta fase procesal a pesar de que el Artículo 64 del ordenam¡ento civil adjetivo:d
Decreto Ley 107, Código Procesal Clvil y Mercanül en su segundo párrafo alude que

"Venc¡do un plazo o termino procesal, se dictará la resoluc¡ón que corresponda al estado

deljuicio, sin necesidad de gestión alguna."

2.4.13 Medios de ¡mpugnación

Entre los medios de impugnación que pueden interponerse dentro del procedimlento

económico coactivo, tenemos de conform¡dad con el Artículo 88 del Decreto 1126 del

Congreso de la República, Ley del Tribunal de Cuentas, el recurso de apelac¡ón contra

las sentencias, y contra los autos que resuelvan excepc¡ones y las que aprueban la

liquidación definit¡va; ahora bien en el Decreto 6-91 del Congreso de la repúbl¡ca,

Código Tributario, de conformidad con el Aftículo 183, establece que solo pueden

¡mpugnarse el auto que deniegue el trámite de la demanda, los autos que resuelvan ¡as

tercerías, la resolución final, la sentencia y el auto que apruebe la liquidación,

procediendo contra dichas resoluciones, los recursos de aclaración y ampliación, y el

recurso de apelación. Cabe hacer Ia aclaración que atendiendo a la supletoriedad el

Aftículo 334 del Código Procesal Civil y ¡.4ercant¡|, ind¡ca que: .'En el juicio ejecut¡vo

únicamente el auto en que se deniegue el trámite a la ejecución... será apelable.,,no

puede aplicarse a las ejecuciones económ¡co coactivas que se ventilan bajo la luz del

Decreio 1126 del Congreso de la República, Ley del Tribunal de Cuentas, puesto que

dlcho cuerpo legal no hace énfasis al auto que deniegue el trám¡te de la demanda,
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cons¡derándose contrario a la ley especlfica; por lo que en ¡a práct¡ca se le da trám¡te

atendiendo al derecho de petición y es la sala jurisdiccional de cuentas, la que emite el

fallo sin entrar a conocer por no ser apelable según la ley especif¡ca.

En cuanto a los plazos para la interposlción de d¡chos recursos se observa que es el

procedim¡ento económ¡co coactivo común que dlf¡ere tanto del proced¡m¡ento

económico coactivo tributario, como de la ley supletoria en cuanto a que los recursos de

aclaración y ampl¡ac¡ón deben de ¡nterponerse dentro del plazo de veinticuatro horas,

afectando también en esto el derecho de ¡gualdad. Según el Artículo 220 de la

Constitución Política de la República, el recurso de casación es inadm¡sible en los

procedlmlentos económicos coactlvos.
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CAPÍTULO III

3.

3.1

La incobrabilidad

Etirnología

De acuerdo al Diccionario Enciclopédico Vox, cobrar se traduce en recuperar. "Perciblr

uno la cantidad que otro le debe¿2; In sign¡fica no.

Para el Dicc¡onario Ltd. "ko'Brar" es reclbir una suma adeudada por un trabajo33,

contrariamente a las aparienclas "recobrar" no es un derivado de cobrar, ni está

relacionado con monedas de cobre, s¡no que Ia palabra origlnaria era recobrar, que

procede del latín recuperarse, tampoco existía en latín el verbo sin prefijo, con el

m¡smo sentido.

Tenemos también en castellano su doblete culto recuperar. Los hablantes interpretaron

que recobrar era un verbo compuesto y regresivamente se derivó de cobrar ya sin el

prefljo re. La palabra cobrar, está ya presente en castellano desde el año de 1197 en

el fuero de Sor¡a con el sign¡ficado de, cobrar una deuda.

3': 2009 Larousse Editorial, s-1.

33 Etimologías de chile.net Pedro Menovo Bárcena Copvright O 2009 K Dictioñaries Ltd.

55



l"s''.?x]'¡."'- "";\
,:i s¡r¡q.qr¡ "i!)
Y-"-.-^-.V\<-.rr'

La expresión incobrabilidad deviene del verbo cobrar y su derivación cobrable, en la

que el sufijo, ble, connota lo apto de su posibilidad. Así mismo, el prefijo negativo, in,

expresa el valor contrario a la palabra que acompaña o indica la usencia de una acción.

La palabra incobrable implica Ia negac¡ón de la posibilidad de cobrar.

De estos conceptos y sus etimologías se puede determinar que ¡ncobrabil¡dad deviene

de, no poder cobrar o no poder recuperar una deuda.

3,2 Naturalezajuríd¡ca

En cuanto a la naturaleza jurídica de la incobrabilidad, podemos decir que es otro medio

de e)dlngu¡r la obl¡gación tr¡butarla, además del pago, la compensación, la confusión, la

remisión y la prescripción, también cabe mencionar la declaratorla de ¡ncobrabilidad.

3,3 Definición

Según el Diccionario de la Real Academia Española, ¡ncobrable es .'que no se puede

cobrar o es de muy dudosa cobranza."3a,

Para el Dicc¡onario N4anual de Sinónimos y Antónimos de la Lengua Española Vox,

incobrable, significa fallido o irrecuperable. Dícese, generalmente, de facturas.3s

3a Re.lacademia española, Diccioñar¡o de la Lengua Española 22.. Edictón.

56



'r-"fiilri."\/:x.,_ ":a
lj¡ g¿(¡f{c !:lFi,-rY\3ei'/

Hemos investigado algunas deflniciones útiles para este estud¡o, y específicamente para

este capítulo y nos hemos apoyado del Diccionar¡o de Ciencias Jurídicas PolÍt¡cas y

Sociales de Manuel Ossorio, que define los conceptos de incobrable, crédito incobrable y

deudor ¡ncobrable de Ia siqu¡ente manera:

Incobrable lo define como aquello "De cobranza lmposible, por prescripción,

¡nsolvencia total del deudor, existenc¡a de créd¡to pr¡vilegiado que absorba el patrimonio

del obligado, pérdida del documento cred¡t¡cio, entre otros impedimentos. También se

d¡ce de los cobros dudosos, sobre todo por insolvencia o por la cuantÍa de los gastos

prevlsibles para su reclamación, que lleva a desistir de la exigencia de la deuda.d6

El créd¡to incobrable es "el que, por insolvencia del deudor o ¡mposibllidad de ejercer

las acciones que lo amparaban, resulta jurídica o racionalmente de imposible cobro. En

la partición hered¡taria no hay responsabilidad por los calificados de créditos

incobrables; pero, si llegan a cobrarse en todo o en pafte, se distribuirá

proporc¡onalmente lo percib¡do entre los coherederos. créditos incobrables en parte,

pero def¡nitivamente, son los que han sido objeto de quita en un convenio con un

concursado o quebrado." 37

" Diccionario Mañual de Slnóñimos y antónimos de la Lengu¿ Esp¿ñola vox. O 2007 Larousse Edltoria , S.L.
36 

Ossorio, Manuel D¡cc¡onario de clenclas Jurídicas Políticas y Sociales 1! Edición E ectrónica. Datascan, 5.A.
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Y, deudor incobrable considera que es "aquel que se resiste sistemáticamente al

pago, pese a re¡teradas reclamaclones, una vez que la deuda es exig¡ble. En Derecho, el

último expediente consiste en la demanda judicial, s¡ es que no se agrava la situación

para el acreedor/ con nuevos gastos para él y la insalvable insolvencla del demandado.

En lo contable, estas deudas obligan al descargo cons¡gu¡ente del activo." 38

Entendemos pues que el concepto de deudores incobrables se reflere a aquellos sujetos

con los cuales se llevó a cabo un determ¡nado negocio a crédito y que por determlnadas

circunstancias ya no van a cancelar el monto adeudado, y por ende pasaron a ser

créditos cuya probabil¡dad de realización es remota o poco probable. En la

adminlstraclón pública podríamos decir que ese negoclo es el pago de un adeudo en

materla de tributos.

En algunos países también se los suele denominar "malos créditos" y generalmente esas

deudas ¡ncobrables ya no son morosas/ dado que excedieron el plazo normal (esperado)

de retraso para un deudor que tiene d¡ficultades económ¡cas y f¡nancieras. Si b¡en es

uno de los estados por los cuales atravlesa un deudor incobrable el ser moroso, pero

aquí el plazo habitual o esperado de retraso ya fue exced¡do.

Ello lmpllcó en un momento ser un ganancia por Ia venta de un servicio o de un bien y

aplicando el criterio de lo devengado, y sobre la cual se tributó: el impuesto a las

ganancias, el impuesto al valor agregado, el lmpuesto a la ganancia mínima presunta y
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el ¡mpuesto sobre los lngresos brutos, ahora representa una pérd¡da que en

determinadas circunstancias se puede deducir de la base impon¡ble de ciedos impuestos

a fln de recuperar de alquna manera lo tributado en determinada opoftunidad.

Defln¡mos pues, las cuentas incobrables como aquellas que por alguna razón se estlman

de cobro difícil o imposible. Ahora bien respecto al adeudo tributar¡o plantea la dificultad

¡rremediable de la recaudación, sea adm¡nistrativa o judlcial, toda vez que estas

modalidades son las que el Códlgo Tributario reconoce.

3.4 Causas para declarar la ¡ncobrabilidad

Entendemos que dentro de la administración públlca y dentro de épocas

económicamente dificiles, es ordinario el que existan innumerables créditos tributarios

respecto de los cuales no se ha visto favorecido el Estado con la recuperación total o

parcial de los adeudos y es en este orden de ideas que se ha ten¡do la lntención de

reflejarlos como adeudos ¡ncobrables para efectos administrativos y flscales.

En la administraclón públ¡ca, especÍf¡camente en la Asesoría lurídica del Minister¡o de

Finanzas Públicas, ex¡sten ciertos procesos en materia económica coactiva que reúnen

las características de incobrabilidad, no obstante es común el que dlchos montos no

reconozcan el valor total de ias cuentas que tienen la característica en comento. Como

es de apreciarse, resulta evidente que para considerar incobrable algún adeudo
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tributario existen supuestos contemplados en la ley y

mencionar algunos: fallecimiento del sujeto pasivo, la

deudor, etc.

,=#",,3\J
algunos en la práctica, por

prescripción, insolvenc¡a del

3,5 La declarator¡a de ¡ncobrab¡l¡dad

Consideramos impotante menc¡onar algunos criterios legales dentro del Derecho

Comparado, manifestando lo ¡nvestigado en algunos países en cuanto a la declarator¡a

de ¡ncobrabil¡dad, a saber:

En Venezuela, existe la facultad legal para declarar, de oficio, incobrables, los

obligaciones tributarias y demás derechos aduaneros, que se encuentren dentro de los

sigu¡entes supuestos: Aquellos cuyo monto no exceda de cincuenta unidades tr¡butarias,

siempre que hubiese transcurrido cinco años contados a partir de la fecha en que se

hubiere ex¡gible; y aquellos cuyo sujeto pasivo hayan fallecido en situación de

insolvencia comprobada. Además considera que la administraclón tributaria puede

declarar ¡ncobrables las obligaciones tributar¡as y sus accesorios y multas, siempre que

se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el Códlgo Orgánico Tributario.

En España el procedim¡ento de apremio según la Ley General Tributaria en el Adículo

173 puede term¡nar por pago, acuerdo que declare el crédito total o parcialmente

incobrable una vez declarados fallldos todos los obligados al pago, o por haber quedado
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extinguida la deuda por cualquier causa. En los casos en que se haya declarado el

fféd¡to incobrable, el procedlmiento de apremio se reanudará, dentro del plazo de

prescripc¡ón, cuando se tenga conoc¡m¡ento de la solvenc¡a de algún obl¡gado al pago.

El penúltimo párrafo del Adículo 103 dispone que decretado el archivo por

¡ncobrabil¡dad, en caso de pago voluntario o cuando se ubiquen bienes suficientes del

deudor sobre los cuales se pueda hacer efectivo el cobro, se emitirá una resolución del

titular de la Administración que revalidará la deuda.

En Costa Rica, la declaratoria de prescripclón e incobrabilldad de conformidad con el

Adículo 168 del Código de Normas y Procedimientos Tr¡butarios, Ley 4755 de 29 de

abril de 1971, la Ofic¡na de Cobros puede asimismo disponer de oficio o a petición de

parte, la cancelación de los créditos indicados en el Artículo 166, cuando los térm¡nos de

prescripción correspondientes estén vencidos o se trate de cuentas o créditos

incobrables. La resolución que así lo decrete debe contar con la aprobac¡ón de la

Dirección General de Hacienda y debe ser puesta en conocimiento de la Contabil¡dad

Naclonal y de los organlsmos correspondientes para que cancelen en sus registros o

Iibros las cuentas o créditos respectivos. Asim¡smo establece en su Artículo 103 que "La

Admin¡stración Tributar¡a está facultada para verificar el correcto cumplimiento de las

obligaciones tr¡butar¡as por todos los medios y procedimientos legales" A ese efecto

dlcha Administrac¡ón queda especilicamente autorizada para: Requer¡r el pago y percibir

de los contrlbuyentes y los responsables los tr¡butos adeudados y, en su caso, el interés,

los recargos y las multas previstos en este Código y las leyes tributarlas respect¡vas. El
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titular de la Direcc¡ón General de Tributación está facultado para f¡jar mediante

resolución con carácter general, los límites para disponer el archivo de deudas

tributarias en gestión adm¡nistrativa o judicial, las cuales en razón de su bajo monto o

incobrabilidad no impliquen créditos de cierta, oportuna o económica concrec¡ón. Llama

mucho la atención que decreta el archivo por incobrabilidad, lo cual da la opoftunidad al

Estado de hacer valer el princ¡pio de Economía Procesal.

En la ley tributaria guatemalteca, la incobrabilidad no se reconoce como med¡o de

extinción de las obl¡gaciones tributarias, ya que el Atículo 35 del Código Tributario solo

contempla como medlos de e)dingu¡r la obligación tributaria el pago, la compensación,

la confus¡ón, la condonación o remisión, y Ia prescripc¡ón; mlsmas que ya fueron

explicadas en este estudio; pero la figura de la incobrabilidad la encontramos regulada

en la secc¡ón séptima del capítulo sobre la ext¡nción de la obl¡gación tributaria.

La doctrina nos ind¡ca que por incobrabilidad de la deuda, cuando los sujetos de crédito

son ¡nsolventes prev¡a comprobac¡ón de esa circunstancia por pate de la

Superintendencia de Administración Tributaria SAT. Ahora bien en la ley está

establecldo por lncompatibll¡dad con el costo de administración y de cobranza, cuando

el adeudo tributario no supera la suma de Q.1,000.00, slempre autorizado por la

admln¡strac¡ón tributarla para que no se inicie el procedim¡ento administrativo. Así lo

indica el Articulo 54 del Código Tr¡butario que literalmente ¡ndica el impote mínimo a

cobrar. Por su incompatibllidad con el costo de administración y de cobranza, la
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Admln¡strac¡ón Tr¡butaria podrá autorizar que no se ¡nicie el procedim¡ento

administrat¡vo por ajustes de aud¡toria a los trlbutos determinados mediante declaración

del contribuyente o responsable, cuando no superen la suma de un m¡l queuales en

cada período imposit¡vo anual. Se deberá in¡ciarse el procedim¡ento adminlstrat¡vo, en

los casos de los tributos que no se determ¡nan mediante declaración, cualquiera que sea

el monto de los ajustes.

El Articulo 55 indica, Declaración de ¡ncobrabilidad..,La Adm¡nistración Tributaria podrá,

en casos de excepción y por razones de economía procesal, declarar ¡ncobrables las

obligaclones tributarias, en los casos siguientes: 1. Cuando el monto de la deuda sea

hasta de c¡nco mil Quetzales (e.5,000.00), siempre que se hubieren realizado dil¡genc¡as

para localizar al deudor, sus bienes o derechos, que puedan ser perseguidos para el

pago de la deuda, s¡n haber obtenido ningún efecto positivo. El monto referido

comprende tributos, ¡ntereses, multas y recargos, y debe referirse a un mismo caso y a

un mismo período impos¡t¡vo. En la circunstancia de una declaratoria de incobrab¡lidad

lmprocedente, se deduclrán las responsabilidades conforme lo dispuesto en el artículo

96 de este Código."

Asimismo, la referida norma indica que cuando exceda del monto anter¡or, también

podrá declararse la incobrabilidad, aunque exceda de dicho monto en determinados

casos:
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Cuando ex¡stiere proceso de concurso de acreedores o qu¡ebra, por la parte de la

obligación tr¡butaria que no pudo cobrarse;

Cuando las obligaciones consistan en sanc¡ones apl¡cadas a deudores tr¡butarlos

que posteriormente fallezcan o cuya muefte presunta se declare;

Cuando las obligaciones se refieran a deudores tributar¡os fallecidos o respecto de

quienes se hubiere declarado legalmente su ausencia o muerte presunta, asícomo

en los casos que la ubicación o local¡zac¡ón del deudor sea impos¡ble, según

informes fehac¡entes de la Admin¡stración Tributaria, cuando se produzca la

imposibilidad de la localización, la incobrabilidad podrá ser declarada por el

Director¡o de la Superintendenc¡a de la Administración Trlbutaria a lnstancia de la

Administrac¡ón Tributaria, con base a dictámenes técnicos; o cuando las

obligac¡ones se refieran a personas jurídicas extinguidas o disueltas totalmente,

exceptuando casos de transformación o de fusión. En todos los casos de esta

literal, siempre que no se hayan ubicado bienes o derechos con los cuales pueda

hacerse efectiva la deuda tributaria. Por el saldo del adeudo tributario que no

pueda ser cubierto con b¡enes o derechos ubicados o ¡dentificados, procederá la

declarac¡ón de incobrabil¡dad;

Cuando se hubiere produc¡do la prescripción de la obligación tr¡butar¡a, en cuyo

caso la incobrabilidad podrá ser declarada de oficio por el D¡rector¡o de la

Super¡ntendencia de la Administración Tributaria, a instanc¡a de Admln¡stración

Tributaria, con base a dictámenes técnicos, sin perjuic¡o de lo dispuesto en el

artkulo 96 de este Código.

64



.,,1.:,ll:,¡;¡,. "; 
-1,:\1:¡ rf"frlF¡::l

\".--- ¡¡/
\. -,/
x:ljy

Esta forma de extinción de la obligac¡ón tributarla se encuentra regulada en los Artículos

47 al 53 del Código Tributario, indicando que el derecho de la administrac¡ón tributaria

para hacer verlf¡cac¡ones, ajustes, rectificaciones o determ¡naciones de las obligaciones

tributarias, l¡quidar ¡ntereses y multas y exigir su cumplimiento y pago a los

contribuyentes o los responsables, deberá ejercitarse dentro del plazo de cuatro años.

Con base a las leyes de algunos países que declaran la incobrab¡lidad y con base a

nuestro Código Tributario y los argumentos planteados, podemos def¡nir la declaratoria

de incobrab¡lidad, como aquella acción hecha de ofic¡o por la Administración Tributar¡a,

de acuerdo al procedim¡ento previsto en la ley tributaria.

Por otra pafte, la Gerencia de Orientación Legal y Derechos del Contrlbuyente de la

Superintendencia de Adminlstraclón Tr¡butaria -SAT- es derecho del contribuyente

solic¡tar que la administración tributaria declare la incobrabilidad de obllgaclones

tr¡butar¡as que, por el transcurso del tlempo, se hubieren e)dinguido. Para el efecto, el

artículo 55 del Código Tributario establece el procedimiento para declarar incobrables

obllgaclones trlbutarlas en los supuestos establec¡dos en dicho artkulo.

La declarator¡a de incobrabilidad de un adeudo tributario extingue la obligación

tributaria y a diferencia del pago, compensación, confusión, condonación y prescripclón,

dlcha figura constituye la facultad de la Administración de dimitir la percepción del
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tributo por causa ajena a su posic¡ón jurídica act¡va, con una final¡dad jurídico-contable.

una acreeduría, en términos contables, que materialmente es ¡nalcanzable ejercer/

pierde todo sentido y afecta el estado financ¡ero generando información ilusoria.

Ésta deviene de los supuestos calificados en el Aftículo 55 del Cód¡go Tr¡butario y el

fenómeno se produce por economía procesal en relación a la ínfima sign¡f¡cación del

importe en ley determ¡nado; por el acaeclmiento de un hecho que hace imposible o

infructuoso hacer valer su derecho e ¡ncluso como presupuesto -su¡ generis- habil¡tante

para que el sujeto activo opere la prescrlpclón.

3,6 Efectos de la ¡esolución que declara la ¡ncobrabilidad

La resolución que declare la incobrabi¡idad de una obl¡gación tributaria, por una o més

de las causales a Ias que se refiere el Arti.ulo 55 de nuestro Cód¡go Tributario, dejará

en suspenso la iniciación o en su caso¡ la prosecuc¡ón del proced¡miento de cóbro y

deberá ser comun¡cada a la Dlrección Normativa de Contrataciones y Adquisic¡ones del

Estado del Mln¡sterio de Finanzas Públicas, la cual deberá llevar un registro de las

m¡smas e ¡nformar a los otros registros de proveedores o consultores del Estado.

As¡mismo el Artículo 61 de la ley en referencia indica en cuanto a la declaración de

incobrabilldad de la obligación tributaria que la admtn¡stración tributar¡a podrá, en casos
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de excepción y por razones de economía procesar, declarar incobrabres ras obligaciones

tributarias en los casos sigu¡entes:

1. Cuando e¡ monto sea hasta de dos mil quebales, s¡empre que se hubiere real¡zado

dil¡genc¡as para local¡zar al deudor, sus bienes o sus derechos, que puedan ser

perseguidos para el pago de la deuda.

2. También podrá declararse la Incobrabil¡dad, aunque exceda de dicho monto

cuando:

Existiere proceso de concurso de acreedores o quiebra, por la parte de la

obligación tributaria que no pudo cobrarse;

Las obligaciones consistan en sanciones apl¡cadas a deudores tr¡butarios que

posteriormente fal¡ezcan o cuya muerte presunta se declare;

Las obligaciones se ref¡eran a deudores tributarios fal¡ecidos o que se hubieren

declarado muerte presunta, así como en ¡os casos que su rocarización sea

impos¡ble según informes fehac¡entes de la Administración Tributaria; y

Cuando se hubiere producido la prescripción de la obligación tributaria.

se puede observar que en d¡ferentes países, ra incobrabir¡dad obedece a ¡a necesidad de

s¡ncerar el status de los adeudos tributarios y Ia necesidad de hacer un proceso

económico coactivo más manejable y representat¡vo de la realjdad, por lo que
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consideramos mencionar otros casos de cuándo procede declarar la ¡ncobrabilidad y que

podrían aplicarse a nuestra realidad, por ejemplo procede cuando:

Existan adeudos de un monto menor x, siempre que no hubieran transcurrido x

años.

Aquellos adeudos cuyo sujeto pasivo haya fallecido y tenga insolvencia

comprobada-

Aquellos adeudos peftenecientes a sujetos pasivos fallldos que no hayan podido

pagarse¡ liquidados totalmente sus bienes,

Deudas peftenec¡entes a sujetos pas¡vos ausentes del país, siempre que: Hayan

pasado x años.

3.7 La in€obrabilidad y el Princ¡pio de Economía Procesal

EI princip¡o de economía procesal busca que el proceso sea económico, o sea que las

partes sufran minoritariamente desgastes en su economía y además pretenden

mantener un equillbrio dentro del proceso para que el mismo no tenga un mayor valor

al costo de la litis.

El mismo propugna que el proceso no sea costoso y que a su vez sea rápido, o sea que

se cuente a través de la sustanciación de igual dinero y tiempo, ya que es muy

importante que al Estado la tramitación de un proceso no le sea tan onerosa, y se trate
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de economizar en la med¡da de lo pos¡ble, para que el proceso sea concentrado y más

rápido.

En mater¡a de la incobrabilidad tr¡butaria, la aplicación de este pr¡nc¡pio se traduce en

utilizar un cr¡terio de costo-beneficio, no obstante por no incurrir en gastos mayores en

vistas de la posibilidad de obtener la recuperac¡ón de un adeudo, lncluso benef¡cioso

para el f¡sco, quien pud¡era verse perjudicado por un proceso de cobro ¡mprudente

donde quizás incurre en muchos desembolsos a cambio de un pequeño cobro; pese a

ello consideramos que se debe dar cumplimiento a la ley y que aunque la prudenc¡a

diga una práctlca de incobrabilidad, si la ley no lo establece lo consideramos

improcedente.
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CAPÍTULO IV

La declarator¡a de ¡ncobrab¡lidad de los procesos económ¡cos

coactivos que se pros¡guen en la Asesoría Jurídica del M¡n¡ster¡o

de F¡nanzas Públicas

4.L D¡rección General de Rentas Internas

En la época posterior al período liberal fue creada la Direcc¡ón General de Rentas

Internas, por medio det Decreto número 500, cuando gobernaba el general de dlvlsión

José t'laría Reina Barrios, de fecha 30 de julio de 1894, contenido en el tomo 13 de

recopilación de leyes en las páginas 88 y 89 que se encuentra en la tipografía nacional

de Guatemala.

Consideramos ¡mpoftante transcribir los 4 numerales que constan en el Decreto número

500:

1. Desde el día 10. de septlembre de 1894, las direcciones generales de licores y

ramos estancados y de contribuciones quedarán fuslonadas en una sola, con el

nombre de: Direcc¡ón General de Rentas.
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2. La admin¡stración de licores y ramos estancados de la capital y la secc¡ón'---J.Y' 

I

depaftamental de contr¡buclones, quedarán también comprendidas desde la m¡sma

fecha, en una sola oficina con la denom¡nación de, Administración de Rentas del

Departamento de Guatemala.

3. Los deberes y atribuciones de las nuevas oficinas son los mismos que establecen

las leyes vigentes para cada una de las fus¡onadas.

4. La D¡rección General de Rentas y la Administración Departamental quedan

organizadas con los empleados y sueldos mensuales que se señalan.

Con este decreto se crea la D¡rección General de Rentas que posteriormente se le

agregó la palabra, internas, la que se inicia con lo que estipula el considerando del

presente decreto para la adm¡nistración y fomento de las rentas internas.

En el mes de noviembre de 1962, cuando gobernaba el General e ingeniero l4iguel

ldígoras Fuentes, por medio del decreto 1559 del Congreso de la Repúbltca, se creó la

D¡recclón General de¡ Impuesto sobre la Renta, con el objeto de recaudar, fiscajizar y

administrar el Impuesto sobre la Renta, que gravaba no sólo a las empresas lucrativas,

sino que tamb¡én a los profes¡onales, asalariados a la tenencia, usufructo, dominio,

explotaclón o enajenación de b¡enes, derechos y capitales situados, negociados o

producidos en la República; expotación para su negociación en el extranjero de b¡enes
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producidos en la República; expoftac¡ón para Ia negociación de otros bienes, los "

servlcios técnicos o ¡ntelectuales, las jubilaciones, pensiones y montepíos, las

coprop¡edades; las comun¡dades de bienes; ¡as sucesiones y los fideicomisos; los

negocios en participación y los bienes administrados por encargo de confianza. Esta ley

fue abrogada poÍ el Decreto-Ley 229 de fecha 23 de junio de 7964, a la que se le hizo

algunas reformas.

lvlás adelante, en cumplim¡ento del Decreto Legislativo 106-71 de fecha B de diciembre

de 1971, se creó el Ministerio de Finanzas Públicas, anter¡ormente llamado lvlinisterio de

Hacienda y Crédito Público, es el momento en el cual la Direcc¡ón General de Rentas

Internas se fusiona con Ia Dlrección General del Impuesto Sobre la Renta.

En dicho decreto se establec¡ó literalmente: "La Dirección General de Rentas Internas es

una entidad gubernamental que pedenece al [4inisterio de Finanzas públicas y que tiene

jurisd¡cción en toda la República y es considerada como una ent¡dad desconcentrada,

por tener cierta autonomía en el desarrollo de sus funciones y ejerce el control,

recaudación y f¡scalización de los impuestos internos y demás ingresos que deba perc¡bir

por su competencia, excepto aqueilos que por ley corresponde a otras dependenc¡a, ya

sea por actuaciones jud¡ciales o de autént¡ca."
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4.2 Ministerio de Finanzas Públicas

4,2,L Breve reseña h¡stórica

El 7 de octubre de 1825, cuatro años después de la independencia patria, se crea

la Dirección General de Hacienda, dependencia del Despacho de Guerra y

Hacienda. Dos años después, se le camb¡ó su denominación social a Secretaría de

Hacienda y Crédito, más tarde, el 27 de abril de 1945, se le denominó Ministerio

de Hacienda y Crédito Público.

Después se hizo una separación de las funciones y atrlbuciones y se cambio la

denom¡nación social de lvlin¡sterio de Hacienda y Crédito Público a [4in¡sterio de

Finanzas Públicas, legalmente constituido a través del Decreto 106-71 del

Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, emitido el 8 de diciembre de 1971 y

publicado el 20 del mismo mes y año en el Diario de Centro América, en el que se

establece la ¡ntegración del sector público financiero y que a partir de la vigencia

de esa Ley, el N4inisterio de Hacienda y Crédito Público, se denominará lvlinister¡o

de Flnanzas Públicas y las D¡recciones Generales de Rentas Internas y de

Aduanas, eran las responsables de todo lo re¡acionado con Ia polít¡ca fiscal, según

lo establec¡do en su respectivo reglamento, el cual se identif¡có como Acuerdo

Gubdrnativo número N4. de F.P. 5-72.
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El Artí¿ulo 4 del Decreto 106-71 de¡ Congreso de la República, actualmente derogado,

preceptuaba:

"Compete al Ministerio de Finanzas Públicas la realización de ¡as funciones y atribuc¡ones

siguientes: ...

2) Cobrar, recaudar, controlar, fiscalizar y administrar los ¡mpuestos y, en general,

todas las demás rentas, tributos e ¡ngresos que deba percib¡r el Gobierno de la

República, de conform¡dad con la ley;...

11) Tramitar y resolver en forma exclusiva las solicitudes de exoneración de

impuestos, tasas y demás tr¡butos fiscales otorgados conforme d¡sposic¡ones

Iegales, deb¡endo en su caso establecer y mantener los registros correspondientes

a tales operac¡ones;...

13) Promover las acclones judiclales necesarias que se originen por adeudos al Fisco,

así como todas aquellas a que den lugar los delitos o faltas en perjuic¡o de las

finanzas públicas;...

15) Dictar las medidas para preven¡r, o en su caso, seguir jas averiguaciones

necesarlas para comprobar los hechos y actos contra el Fisco y presentar las

denunc¡as correspondientes a los tribunales de just¡cia;..."

T5
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4,2,2 Ámb¡to polít¡co y tegat

El M¡nisterio de Finanzas públicas, desde el punto de vlsta político, es la

¡nstituc¡ón gubernamental a cargo del Tesoro, que tiene la responsabilidad de

velar por su justa y equitativa plan¡ficación, ejecución y transparenc¡a y de f¡jar y

desarrollar las políticas de la administración financiera de los recursos del

Estado.3e

Desde el punto de v¡sta legal, de conformidad con el Artículo 35 del Decreto

número 114-97, del Congreso de la Repúbl¡ca, Ley del Organismo Ejecut¡vo, a¡

lvlinisterio de Finanzas Públicas le corresponde.'cumpli¡. y hacer cumplir todo lo relat¡vo

al régimen jurídico hacendar¡o del Estado, incluyendo la recaudación y administración de

los ingresos f¡scales, la gestión de financiamiento interno y externo, la ejecución

presupuestar¡a y el registro y control de los bienes que const¡tuyen el patrimonio del

Estado".

El Ministerio de Finanzas públicas está ¡ntegrado por 20 dependencia, entre ellas:

la Dirección de Servic¡os Admlnistrat¡vos, la Dirección de Catastro y Avalúo de

Blenes Inmuebles, la D¡rección de Crédito público, la Dirección Normat¡va de

Contrataciones y Adqu¡siciones del Estado, ¡a Direcc¡ón Técnica del presupuesto,

la Tesorería Nac¡onal y la lJnidad de Asesoría Jurídica, entre otras.

39) http://www.minfin.gob.gt, Consutta: 25l0sl2012.
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En esta última dependenc¡a, es donde actualmente se prosiguen los juici*:-itjl
económlcos coact¡vos, que fueron heredados de las Dlrecciones Generales de

Rentas Internas y Aduanas, como entes encargados de la recaudación de ¡mpuestós

internos antes de la creac¡ón de la Superintendencia de Administrac¡ón Tr¡butar¡a -SAT-

4,2,3 Asesoría lu¡ídica del Min¡ster¡o de F¡nanzas públ¡cas

La Dirección de Asuntos Juríd¡cos fue creada med¡ante Acuerdo Min¡ster¡al de

fecha 28 de d¡ciembre de 1979, Reglamento de la Direcc¡ón de Asuntos Jurídicos,

el cual fue publicado en el Diar¡o de Centro América et 10 de enero de 1980,

emitido por el entonces lvlinistro de F¡nanzas públ¡cas, Hugo Tulio Búcaro García.

El Artículo 1 de dicho Acuerdo, señala que esta D¡rección t¡ene carácter técnico,

como dependencia del M¡nister¡o de Finanzas públ¡cas; y en el Artículo 5

establecía que entre sus funciones estaban,'a) Coordinar y uniformar la op¡nión

jurídica de los d¡stintos departamentos; b) Evitar que se em¡tan dictámenes o

resoluciones contradictorios. Sin embargo en forma razonada podrá apartarse de

los precedentes, ya que estos no vinculan a la Administración pública; y c) prestar

el auxilio necesario, cuando recib¡ere ¡nstrucciones de Ia superioridad a otros

organismos o m¡nisterios de Estado e ¡nstituciones autónomas o semiautónomas.,,
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EI Acuerdo refer¡do, sufr¡ó algunas modificaciones y adiciones, a través de los

Acuerdos M¡nisteriales de fecha 30 de enero de 1980 y el 26-g6, de fecha 13 de

enero de 1986, emitido por el M¡nistro de Finanzas públ¡cas, Ariel Rivera Irías y el

Acuerdo Gubernativo número 1253-90, de fecha 17 de diciembre de 1990.

A través de este últ¡mo se adicionó al Reglamento de la Ley del Mjnister¡o de

Flnanzas Públicas, la incorporaclón de la Dlrección de Asuntos lurídicos. Este

acuerdo le asignó la función específica de coord¡nar el trabajo técnico jurídico del

lvlinisterlo de Finanzas Púb¡icas con la finalidad de uniftcar los dist¡ntos criter¡os

doctrinarios, legales o reglamentarios, de los asesores o consultores juríd¡cos,

estableció la organización legal interna de la Dirección y se dispuso la emis¡ón del

Reglamento Interno de la Dirección de Asuntos luríd¡cos, con el objeto de normar

adecuadamente su organización y act¡v¡dades.

El B de enero de 1991, med¡ante Acuerdo ¡4in¡sterial núme.o 1-91, el ¡4¡nistro de

Finanzas Públicas, Marciano Cas l¡o González, emite el Reglamento Interno de la

Dirección de Asuntos Juríd¡cós, derogando los Acuerdos de fechas 2g de diciembre

de 1979,30 de enero de 1980 y el 26-86 del 13 de enero de 1986.

El 28 de julio de 1995, la N4in¡stra de F¡nanzas públicas, Ana Ordóñez de tvtolina,

emite el Acuerdo lvlinister¡al número 19-95, que cont¡ene el Reglamento Interno

de la Dirección de Asuntos Juríd¡cos, el cual fue publicado en el Diario de Centro

t8



América, el 8 de agosto de 1995 y señala en sus conslderandos¡ que

dicho regldmento por lo siguiente:

"Que como parte del Programa de Modernizac¡ón Tributar¡a que está aplicando el

Ministerio de Finanzas Públicas, rev¡ste espec¡al ¡mportancia la reorganización y

restructuración adm¡nistrativa de sus distintas dependenc¡as, para obtener mayor

eficienc¡a y efectividad;

Que la Dirección de Asuntos Jurídlcos es ¡a dependenc¡a del Ministerio de Finanzas

Públicas, que como órgano consultor y asesor tiene a su cargo la función de

unificar los criterios técnico jurídicos esenciales en la política f¡nanciera de la

inst¡tución, el reclamo judlclal de las obligaciones tributar¡as ¡ncumplidas y la

defensa de los intereses de la adminlstraclón tributaria;

Que una dependencia de tal ¡mportancia dentro de la estructura administrativa del

¡4in¡sterio de Finanzas Públicas, debe constar con un instrumento legal actualizado

que le permita cumplir con las especiales funciones y atribuciones que le han sido

asignadas; ".

El referido Acuerdo, modifica sustanc¡almente la organización de la Dlrección

redefine sus func¡ones y atribuciones; quedando en consecuencia derogado

Acuerdo lvlin¡sterial número 1-91 que contenía el reglamento ¡nterno anterior.

el
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El 11 de septiembre de 2001, se emi ó el Acuerdo Gubernativo número 382 2OOt,

Reglamento Orgán¡co Interno del Min¡sterio de Finanzas públ¡cas, mismo que en

el Artículo 15, regula a la Asesoría luríd¡ca como la dependenc¡a responsable de

las acciones de consultoría y asesoría en materia legal a dicho Min¡sterio; esta

disposición legal derogó taxativamente el Acuerdo M¡nister¡al número 19_95,

Reglamento Interno de la Dirección de Asuntos Jurídicos y camb¡a el nombre de

Dirección de Asuntos Jurídicos, en consecuencia en el refer¡do artículo 15, se

estatuye a la Un¡dad de Asesoría Juríd¡ca como una unidad staff a0, igual que la

Un¡dad de Auditoría Interna.

Actualmente la estructura general ¡nterna, organizac¡ón y funciones

administrativas del Min¡sterio de F¡nanzas públicas, en congruenc¡a con lo

establec¡do en la Ley del Organ¡smo Ejecut¡vo, se encuentra regulada en el

Reglamento orgánico lnterno contenido en er Acuerdo Gubernat¡vo número 394-200g

de la Presidencia de la República, publicado en el Diario de Centro América el 31

de diciembre de 2008, el cual derogó el Acuerdo Gubernativo número 382_2001 de

fecha 14 de septiembre de 2001 y este újt¡mo derogo a su vez al Acuerdo Gubernativo

número 476-2QOO, de fecha 10 de octubre del 2000, ya que este último no reflejaba de

40) unid¿d "staff": Es decir que dentro de ra estructura orgánica der Ministerio de Finanzas púbricas, no está en
línea direct¿ con el despacho superior co¡¡o e resto de tas direcc¡o¡es, sino que perrenece o es pane de
dicho Niver superior. (según er ríturo lr, capíturos i, I y ]| der Acuerdo G!;ernativo No.382-2001,
Reglar¡ento orgánico rnterno der Minirerio de Finanzas púbricas, ra asesoría Jurídica está denrro der niver
de Asesoría y Planeamjento).



manera adecuada la estructura interna y organ¡zación del N4inister¡o, nl proyectaba

convenientemente su estructura interna, funciones y mecanismos de coordinac¡ón.

Es oportuno señalar que respecto a la organ¡zación de una direcc¡ón, el profesor

Castillo González manifiesta que: dependiendo de la d¡v¡sión del trabajo, puede

integrarse con Director, Subdirector, Jefe Adm¡n¡strativo o Secretario General,

lefes de Departamento, Jefes de Sección, Jefes de Divls¡ón y Comislones, Comités

o Un¡dades Ejecutivas. La anterlor organlzación corresponde a la dlrección con

alta división del trabajo. Dependiendo del volumen de labores y del tamaño de la

organización pueden excluirse de la estructura, las div¡siones, com¡siones o

comités, o las unidades.

La Unidad de Asesoría Jurídica del Minlsterio de Finanzas púb¡icas, dentro de su

estructura administrativa cuenta con un Director, Subd¡rector, Jefe de ¡a tJnidad

de Servicios Administrativos Internos, Jefe del departamentos de Asesoría

luríd¡ca, Jefe del departamento de Recursos Administrativos y Jefe de

departamento de Abogacía y Procuración; este último departamento se divide en:

Sección de lo Contencioso Administrativo, Sección penal, Sección de Amparos e

Inconstitucional¡dades y Sección de io Económ¡co Coactivo; siendo esta última

donde actualmente son d¡ligenciados los juicos económicos coactivos heredados

de las D¡recciones Generales de Rentas Internas y Aduanas.al

41) Manual de Puestos y Funciones, Unidad de Asesoría .lu rídjca del Ministerto de Finanzas púbIcas, pág. 7.
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Tributar¡a -saT- \-4.3 Super¡ntendencia de Administ¡ac¡ón

Derivado de los Acuerdo de Paz, respecto al Programa de lvlodernización de la

Gestión Pública y Política Fiscal, el Congreso de la República emitió el Decreto

número 1-98, Ley Orgánica de la Super¡ntendencia de Admin¡straclón Tr¡butar¡a;

la cual se encuentra en vigenc¡a a partir del 21 de febrero de 1998.

Los Artículos 1 y 3 del Decreto relac¡onado, establecen que dicho ente fue creado

para ejercer con exclus¡v¡dad las funciones de Admin¡stración Tributaria y

cumpl¡r con aquellas que le son prop¡as para alcanzar sus objetivos

¡nstltuclonales, estratégicos y operat¡vos, dirigidos a fortalecer y cumplir la

polítlca fiscal, con excepción de los tributos que recaudan las municipalidades.

4,4 Transic¡ón de la administrac¡ón tr¡butar¡a del M¡nister¡o de

F¡nanzas Públ¡cas hac¡a la Su perintendenc¡a de Administra€ión

Tr¡butar¡a -SAT-

Para el transito de las facultades al órgano que a partlr de su vigencia sería el

competente e institucionalmente apto para la adm¡nistración tributaria, fue

necesario establecer proced¡mientos para procurar su obtenclón en forma ordena.

En tal v¡rtud, quedó establec¡do en los Artículos 49,53,56,59 y 60 del Decreto

número 1-98 del Congreso de la República de Guatemala, según sus epígrafes: el
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¡nicio de funciones, resoluciones de recursos administrativos, gestiones

transición subroqatoria y v¡gencia.

4-4-1, Inic¡o de funciones

El Artículo 49, in¡cio de funciones, de La Ley Orgán¡ca de la Super¡ntendencia

Administrac¡ón Tributaria SAT, regulan supuestos que ameritan ser destacados por

de suma importanc¡a en el ámb¡to de nuestra ¡nvestigación:

Que la SAT asumirá la administración tr¡butaria en forma gradual o definitiva a

paftir de Ia vigencia de su ley orgánica;

El plazo de un año para que la SAT asumiera la administrac¡ón tributaria;

La potestad de la SAT para d¡ctar acuerdos para determinar la forma y fecha en

que asumiría sus funciones y el ámb¡to temporal en que los contribuyentes

observasen y atendiesen dicha translclón;

Determ¡na que el ¡4inister¡o de Finanzas Públicas, tiene competenc¡a para

diligenciar aquellos asuntos que hubieren iniciado previo a la vigencia de la SAT y

establece un plazo de dos años para la resolución de los mismos.

de

ser
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4,4.2 Extracción de facultades

Públicas por y hac¡a la

Tributaria
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Superintendencia de Admin¡st¡ación

También el Artículo 49, lnicio de funciones, de La Ley Orgán¡ca de la Superintendencia

de Administración Tributaria SAT, establece que:

"...E1 superintendente queda facultado para dec¡dir la forma y fecha a patir de la cual la

SAT asum¡rá e iniciará a ejercer d¡chas funciones, atr¡buciones y competenc¡as.

Cada vez que la SAT asuma e inicie las funciones a las que se ref¡ere este artículo,

deberá emit¡r un acuerdo el cual deberá publicar, cuando menos una vez en el d¡ar¡o

ofic¡al y dos de los periódicos de mayor c¡rculación del país.,,.

Al tenor de dicha disposición, el Superintendente de Admtn¡strac¡ón Tributaria, emitió los

Acuerdos 1, 2, 3, 4, 5 y 6, todos del año 1998, m¡smos que resumimos a continuación:

Acuerdo SAT 1-98. La SAT expresamente asumió, a pat¡r del 24 de septiembre de

1998, el ejercicio de las funciones, dirección y adm¡n¡stración de slstemas informáticos,

bases de datos y demás func¡ones de las secc¡ones de Análls¡s y programación del

Departamento de Operación Informática, de la D¡recc¡ón General de Rentas Internas del

Ministerio de Finanzas Públicas.
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Acuerdo SAT 2-98. A patir del 5 octubre de 1998, la SAT asumió el ejercicio de las

funciones, atribuciones y competencias de f¡scallzación y verificación de la obligación

trlbutar¡a, de la Dirección de Rentas Internas del ¡4inlster¡o de Finanzas Públlcas, las

cuales quedaron a cargo de la Intendencia de Fiscal¡zac¡ón.

Acuerdo SAT 3-98. A partir del 19 de octubre de 1998, la SAT asumió el ejerc¡cio de

las atribuciones y competencias para efectuar ajustes, determinar la obligación tr¡butaria

e ¡mponer y aplicar sanciones, que se deriven de las acciones de fiscalización y

verlficac¡ón de las obligaclón tr¡butaria que realice.

A€uerdo SAT 4-98. A patlr del 21 de noviembre de 1998, Ia SAT asumló el ejercicio

de las funciones, de dirección y adm¡nistración de los sistemas informáticos y bases de

datos del Centro de Informática de la Dirección General de Aduanas del ¡4¡nisterio de

Flnanzas Públicas.

Acuerdo SAT 5-98. A pat¡r del 21 de noviembre de 1998, la SAT asumió las

funciones, atr¡buc¡ones y competencias en materia de Rscallzación y verificación de las

obligaciones aduaneras, de la Direcc¡ón General de Adunas del lvlinisterio de F¡nanzas

Públicas.
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Acuerdo SAT 6-98. A partir del 1 de enero de 1999, la SAT asum¡ó el ejercicio en

forma total de las funciones, atrlbuc¡ones y competencias de la Dirección General de

Rentas lnternas; así como las func¡ones de flscalización tributaria que estaban

as¡gnadas a la Superintendencia de Bancos y las funciones de recaudación asignadas a

la Dirección cenerai de Aduanas del M¡nisterio de Finanzas Públicas.

4.4.3 Facultades que no afectó la transición de la Adm¡nistración

Tributar¡a del M¡n¡ster¡o de Finanzas Públicas hac¡a la

Superintendencia de Adm¡n¡stración Tr¡butaria

El Artículo 49 del Decreto número 1-98 del Congreso de la República de Guatemala,

establece:

"...Todas las gestiones, procedimientos, declaraciones y demás asuntos que se

encuentren en trámite o los nuevos que se presente o inic¡en antes de la fecha que

señale el Acuerdo, deberán ser presentados, tramitados y resueltos por la Dirección o

dependenc¡a del ¡4¡nister¡o de Finanzas Públ¡cas que el Mlnisterlo de Finanzas Públicas

designe para hacerlo. Se establece un plazo máximo de dos años para que estas

dependencias resuelvan todos los asuntos pendlentes ante ellas".

En virtud de Io anter¡or, el l4inister¡o de F¡nanzas Públicas retuvo ciedas facultades y

creó la Unidad Espec¡al de Ejecución y Liqu¡dac¡ón Tributaria -UEELT-
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4,5 Un¡dad Espec¡al de Ejecuc¡ón y L¡quidación Tributaria -UEELT-

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el Atículo 49 del Decreto número 1-98 del

Congreso de la República de Guatemala, el Minister¡o de F¡nanzas Públicas d¡ctó el

Acuerdo Min¡ster¡al número 32-98, por medio del cual creó la Unidad Especial de

Ejecución -UEELT-

4.5.1 Naturaleza

El primer considerando del Acuerdo Fl¡nisterial número 32-98 establece:

"...para gestionar un proceso adecuado de transición y que no se afecte la

administración y recaudación de los tributos, es necesar¡o determinar y rat¡ficar las

facultades legales de las dependencias del M¡nisterlo de Finanzas Públ¡cas que conforme

a las leyes... continuarán atendiendo la tramitación y resolución definitiva de los

expedlentes ya inic¡ados, tanto de la Dlrección General de Rentas Internas como de la

Dirección General de Aduanas..."

En tal vitud, su naturaleza es depuradora porque fue creada para que el l4inisterio de

Finanzas Públicas pudiera concluir aquellos casos que por viftud de la Ley no serían

rem¡t¡dos a la competencia de la Superintendenc¡a de Admin¡stración Tr¡butaría SAT. Su
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de d¡chogestión obedece a poner fin y saldar de manera formal, la competencia

m¡n¡sterio, para dar pie a una completamente nueva gest!ón tributaria.

En tal vitud/ la UEELT fue creada por un cr¡ter¡o sustitut¡vo y tempora¡, respecto Ias

facultades del M¡nisterio de F¡nanzas Públicas en su jurisdlcclón tributaria, con el objeto

de prevaler la certeza y segur¡dad jurídica del ejercicio del ¡us ¡mperium tributario.

4,5,2 Facultades

De conformidad con el Acuerdo N4inisterial número 32-98 del lvlinister¡o de Finanzas

Públicas, podemos afirmar que las facultades de la UEELT son eminentemente

admin¡strativas en vitud que su aft¡culado establece:

Artículo 2 "...se hará cargo de rec¡bir, tramitar, resolver y concluir todas las gestiones,

proced¡m¡entos, expedientes y demás asuntos, cuyo trámite se haya iniciado...,,.

Artículo 3 "Con el propóstto de garant¡zaÍ que la Unidad... pueda cumplir lo establecido

en el presente Acuerdo, en lo que se refiere a la legalidad del nombram¡ento de los

func¡onarios y empleados que deben substanciar los trám¡tes, firmar las resoluc¡ones y

efectuar not¡f¡caciones ".
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Estas funciones, que evidentemente son adm¡nistrativas, van dir¡gidas esencialmente al 
.-'

procedimiento para determ¡nar Ia obligación tributar¡a y eventualmente a percib¡r el

tributo. Implica pues que el acto jurídico con el que concluyó su competencia es la

resolución que determinó la obligac¡ón tributaria de aque¡los asuntos que in¡ciaron antes

que Ia Superintendencia de Administración Tr¡butaria SAT asumiera dicha func¡ón como

materia de su competencia, de conformidad con los Acuerdos SAT L, 2,3, 4, 5 y 6-98.

4.5.3 Temporal¡dad

El afticulo 5 del Acuerdo de creación de la Unidad Espec¡al de Ejecución y Liquidación

Tributaria UEEL, establece que su durac¡ón se circunscribe al plazo máximo de 2 años a

partir de su vigencia, dicho acuerdo entro en vigor el 27 de octubre de 199g.

En tal vidud, el 26 de octubre de 2000, finalizó ¡a facultad que tenía d¡cha Unidad y por

ende, el ¡4inister¡o de F¡nanzas Públlcas para efectuar cualquier dil¡gencia administrativa

de administración tr¡butaria.

En la práctica, esta temporalidad, se ve reflejada en el hecho que en la actualidad, la

percepción de tributos, recaudados de forma judic¡al por el N4¡n¡sterio de Finanzas

Públicas, son pagados por los contribuyentes en formularios de la -SAT-; así como, los

cálculos de cualquier otra obligación accesoria, tales como intereses y recargos.
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4,6 Inconsistencias en la transición de

Min¡ster¡o de Finanzas Públ¡cas

Admin¡strac¡ón Tr¡butaria

,t'"\
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la adm¡n¡strac¡ón tributaria del

hacia la Superintendencia de

La literal e) del Artículo 3, Objeto y funciones de la -SAT-, del Decreto número 1-98 del

Congreso de la Repúbllca de Guatemala, Ley Orgánica la Superintendencia de

Adm¡nistrac¡ón Tr¡butaria SAT, establece: "... promover las acc¡ones judiciales, que sean

necesarias para cobrar a los contribuyentes y responsables los tributos que adeuden,

sus intereses y, s¡ corresponde, sus recargos y multas..."

No obstante lo anter¡or, la SAT en ningún momento emitió un Acuerdo por medlo del

cual, expresamente extrajera esta función del lvlinisterio de F¡nanzas Públicas, respecto

de aquellos procesos que estuvieron a cargo de la -UEELT- y que habtendo concluido la

fase adminlstrativa, debían ser dil¡genciados judicialmente, es decir por medio de una

demanda económica coactiva; razón por la cual, el N4¡n¡sterio de Finanzas públicas

continuó con ¡a tramitación y resoluclón de estos procesos judiciales.

Puede señalarse como otra inconsistenc¡a el hecho que la -SAT- y el propio lv'linisterlo de

Finanzas Públ¡cas, no separaron la func¡ón administrativa de la judlcial, respecto de la

forma que podían ser recaudados los adeudos tributarios que determinaría la Unidad

Especlal de Ejecuclón y Liquidac¡ón Tributaria -UEELT-. La anterior aseveración tiene su

fundamento en la prop¡a temporalidad de esta Un¡dad, toda vez que, es
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inequilvocamente incalculable el plazo que puede llevar la resolución de un asunto-
judicial en materia económico coact¡vo; en tal sentido, ya sea por ¡mprevisión o expresa

voluntad, podemos asegurar que dicha Unidad, nunca fue creada para aguardar,

acompañar o flnalizar los procesos judiciales que pudiera desprenderse de lo resuelto

administrativamente.

4.7 Autor¡dad tr¡butaria facultada para declarar la incobrabilidad

4,7,L Fundamento legal

La Constitución Polilica de la República de cuatemala, en el Adículo 154 establece que

los func¡onarios públicos son depositarios de la autoridad, sujetos a la ley y jamás

superiores a ella.

La Cote de Const¡tucionalidad en Gaceta número 94, exped¡ente 2914-2008 y sentencia

de¡ 1 de diciembre de 2009, externa: "La función pública, por cons¡guiente, debe

realizarse de acuerdo con un marco normativo/ puesto que todo acto o comportamlento

de la administraclón debe estar sustentado en una potestad que confiera el

ordenamiento jurídico vigente..."

En el mismo sentido, en Gaceta número 93, expediente 815, sentencia de fecha 4 de

noviembre de 2009: "... a un funcionario público solamente le está perm¡tido realizar lo
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hacer, y le está prohib¡do, todo loque una disposic¡ón normatlva expresa le autoriza a

no expresamente aulorizado..."

De la m¡sma forma/ en Ia Gaceta número 39/ expedlente 867-95, sentencia de fecha 22

de febrero de 1996, externó: "...e1 princ¡pio de legal¡dad.... implica que la actividad de

cada uno de los órganos del Estado debe mantenerse dentro del conjunto de

atr¡buc¡ones expresas que le son asignadas por la Constltuc¡ón y las leyes..."

El Decreto número 6-91 del Congreso de Ia República de Guatemala, Código Tributar¡o,

establece en su Artículo 55, Declaraclón de incobrabilidad, "La Administración Tr¡butaria

podrá, en casos de excepción y por razones de economía procesal, declarar incobrables

las obligaciones tr¡butar¡as..."

El Diccionario de la Real Academia Española, vigésima segunda ed¡ción, define la voz

declarar como: D¡cho de quien tiene autoridad para ello: l.4anifestar una decisión sobre

el estado o la condición de algu¡en o algo. Ello hace evidente y encierra la legitimidad y

aptitud de quien debe pronunciarse.

4.7.2 Facultad para declarar la incobrab¡l¡dad

En la actualidad, Ia

procedente, realiza

Superintendencia de

las declarator¡as de

Administrac¡ón Tributaria -SAT-, cuando es

incobrabilldad de aquellos expedientes que

92



/a ' .').:'..' 'i.;1,\
l"::J

, j: \r;H¡q¡ .!'E

['1 -.{¡\r -"r''\''-)/
fuerón iniciaron en la esféra de su competenc¡a, sea en el ámbito administrativo y/o ---
judicial; no así, aquellos expedientes que son tramitados en la Sección de lo Económico

Coactivo, del Departamento de Abogacía y Procurac¡ón de la Asesoría Jurí'Cica del

M¡n¡sterio de Finanzas Públ¡cas, mismos que como ya explicamos son producto de

inconsistenc¡as en el procedimiento de transic¡ón de la administración tributar¡a del

M¡n¡sterio de Finanzas Públicas por y hacia la Superintendencia de Admln¡stración

Tributar¡a -SAT-, según fue explicado el sub-numeral 4.3.4 del presente estudio.

Para efectos de lo ¡ndicado en el párrafo anter¡or, la Superintendencia de Administrac¡ón

Tributaria -SAT-, basa su postura en opln¡ón jurídica de fecha 21 de mazo de 2006,

emanada de la Unidad de Asesoría Técnica del Director¡o de la Superintendencia de

Adm¡nistración Tributaria -SAT-, argumentando que de conformidad con el aÉículo 2 del

Acuerdo l.4inisterlal 32-98 "...era responsabilidad de la Unidad Especial de Ejecución y

Liqu¡dac¡ón Tributar¡a... la concluslón de todas aquellas gestiones, procedimientos,

expedientes y asuntos que iniciaron o fueron tramitados por la D¡recc¡ón de Rentas

Internas; eso impl¡ca desde la determlnación de la obligación tributaria hasta la

declaratoria de lncobrabil¡dad de la misma, dentro del proceso administrativo...",

man¡festando también que "...tal dispos¡ción implica que todos los casos anteriores, en

trám¡te aún en el ¡4inister¡o de Finanzas Públlcas, tienen que ser dilucidados alll'.

Es lamentable que en dicha opinión no fuera cons¡derado el análisis más fundamental,

que cons¡ste en determinar las facultades y competencias conferidas a la LJnidad
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Especial de Ejecución y L¡quidac¡ón Tributaria -UEELT-, toda vez que, en todo caso, era

esta unidad quien en su momento, deb¡ó declarar la incobrabilidad de los adeudos

tributarios así catalogados, pero no el lvlinisterio de F¡nanzas públicas, toda vez que, la

declarator¡a de incobrabilidad es un acto meramente administrativo que sude efectos en

el émbito adm¡nistrat¡vo y jud¡cial y Ia única entidad facultada para declarar ta

incobrab¡lidad de los juicios económicos coact¡vos en la actualidad, es la

Superintendencia de Administrac¡ón Tributaria -SAT-; porque al extingu¡rse las

facultades temporales de la Unidad Especial de Ejecuc¡ón y Liqu¡dac¡ón Tributaria

-UEELT- del Min¡ster¡o de F¡nanzas públicas, es ¡mposible y antijurídico que en la

actual¡dad, dicho ministerio pretenda realizar tal declaratoria.
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CONCTUSI;NES

1. Desde el 26 de octubre del año dos m¡|, momento que perdió vigencia la Unidad

Especial de Ejecución y Liquidación Tributaria -UEELT-, el Mlnister¡o de Finanzas

Públicas dejó de contar con atribuciones administrativas para el diligenciamlento de

aspectos de la administrac¡ón tributarla; recayeron las mismas con exclusividad en la

Superintendencia de Administrac¡ón Tributaria -SAT-.

2, El lvlin¡sterio de Finanzas Públicas, no está facultado para el diligenciamiento de los

procesos económicos coactlvos que en la actualidad prosigue, siendo el únlco ente

rector en mater¡a de adm¡nistración tributaria la Super¡ntendencia de Adm¡nistración

Tributaria -SAT-.

3. La Sección de lo Económico Coactivo del Depatamento de Abogacía y Procuración de la

Asesoría Jurídica del ¡.4in¡sterio de Finanzas Públicas, no está facultada juríd¡ca ni

legalmente para diligenciar y declarar la incobrab¡lldad de los procesos económicos

coactivos que dev¡enen de la Dlrecclón General de Rentas Internas.

4. El Reglamento Orgán¡co Interno del M¡nisterio de Finanzas Públicas, establece

facultades para la Asesoría Jurídica, que ún¡camente debe ejercer la

Su perinten dencia de Administración Tributaria -SAT-.
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5. La falta de declaratorla de lncobrabil¡dad de los procesos económicos coactivos que se

prosiguen en el lvlinisterio de Finanzas Públicas y que encuadran en. esta figura

administrativa, únicamente causan dlligenclamientos lnfructuosos que devienen en

gastos admin¡strativos innecesarios para la administración pública, contrad¡clendo el

princlpio de economia adm¡n¡stratlva.
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RECOMENDACIONES

1. Es pert¡nente la conformación de una mesa de trabajo entre funcionarios de la

Superintendencia de Adm¡n¡stración Tributaria y del lvlinisterio de Finanzas Públicas,

para establecer mecan¡smos de soluc¡ón y traslado de los exped¡entes económ¡cos

coact¡vos que se tramitan en la Asesoría luríd¡ca de dicho m¡nisterio.

2, Es conveniente que el lvlinisterio de F¡nanzas Públicas, emita un Dictamen Jurídico

avalado por la Procuraduría General de la Nac¡ón, a efecto sean expuestos los

puntos aquí tratados, para determinar el ámbito de su competenc¡a en la

prosecuc¡ón de los procesos económicos coactivos que actualmente d¡llgencia.

3. La -SAT-, debe asumir su función legalmente establecida, para hacer la declaratoria de

incobrabilidad, emitiendo un Acuerdo del Directorio, en el que reconozca que, durante el

proceso de trans¡ción de la administración tributaria, existieron inconslstenclas que en la

actualidad lmposibilitan a la Sección de lo Económ¡co Coacttvo de la Asesoría Ju.ídica del

lvlinlsterio de Finanzas Públicas, a realizar tal declaratoria.

4. Después de un acuerdo entre el ¡4inisterio de Finanzas públicas y la Superintendencia de

Admin¡stración Tributaria -SAT-, es recomendable que dicho minlsterio modifique su

Reglamenio Orgánico Interno, en cuanto a dejar de reconocer facultades que

únicamente le competen a dicha super¡ntendencia.
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5, A la brevedad pos¡ble, la Superintendenc¡a de Administración Tribularia -SAT-, debe

asumir las atr¡buc¡ones antes ¡ndicas y determinar bajó su responsabil¡dad, si procede

declarar la incobrabilidad de los procesos económicos coactivos que absorba del

M¡n¡ster¡o de Finanzas Públicas; lo cual, permitirá aplicar el principio de economía

admin¡strativa y evitar dil¡genclam¡entos innecesarios, que ún¡camente provocan gastos

a la administraclón pública.
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